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La presente investigación establece como objetivo: “Determinar de qué manera la 
política de ampliación de plazos para la formalización minera genera un daño 
ambiental, en el departamento de Ayacucho”; para lo cual, primero, se identificó los 
diferentes dispositivos normativos que amplían o prorrogan los plazos para que el 
minero informal pueda formalizarse y por último, como esta ampliación o prórroga 
de plazos, para la inscripción y/o presentación de requisitos indispensables como 
el instrumento de gestión ambiental, causa un daño a medio ambiente, vulnerando 
de esa manera el desarrollo pleno, en un ambiente equilibrado. Es así que, 
podremos advertir como la ampliación de plazos para la formalización minera, 
genera un estado de impunidad al causar un menoscabo en el medio ambiente, por 
la actividad minera sin la respectiva autorización e instrumento ambiental. De esta 
manera, la presente investigación se versa sobre la importancia de la aplicación de 
una normatividad que permita la formalización de las actividades mineras, bajo el 
estricto cumplimiento de los requisitos en los plazos establecidos, antes de realizar 
actividades mineras; y de esta manera evitar que se desarrollen estas actividades 
sin contar con el correspondiente instrumento de gestión ambiental, que generan 
un daño en el medio. 
Palabras clave: Proceso de formalización minera, medio ambiente, daño 






The present investigation establishes as an objective: "To determine in what way 
the policy of extension of terms for the mining formalization generates an 
environmental damage, in the department of Ayacucho"; For which, first, the 
different regulatory devices that extend or extend the deadlines for the informal 
miner to formalize were identified and finally, such as this extension or extension of 
deadlines, for the registration and / or presentation of essential requirements such 
as the instrument of environmental management, causes damage to the 
environment, thereby violating full development, in a balanced environment. Thus, 
we can warn how the extension of terms for the mining formalization, generates a 
state of impunity by causing a detriment to the environment, due to mining activity 
without the respective authorization and environmental instrument. In this way, the 
present investigation deals with the importance of the application of a regulation that 
allows the formalization of mining activities, under strict compliance with the 
requirements within the established deadlines, before carrying out mining activities; 
and in this way prevent these activities from being carried out without having the 
corresponding environmental management instruments, which cause damage to 
the environment. 
Keywords: Mining formalization process, environment, environmental damage, 






En el Perú, país eminentemente minero, predominó la minería metálica en las 
diferentes culturas preincaicas y durante la época incaica, quienes desarrollaron la 
metalurgia y la orfebrería, es así que extrajeron metales como la plata, el oro, el 
cobre y bronce, realizando aleaciones de base cobre y bronce al estaño, para la 
fabricación de artículos de orfebrería y ornamenta; objetos que a la actualidad se 
conservan, dejándonos vestigios de la capacidad extractiva de minerales que en la 
antigüedad se desarrollaba. 
En la actualidad, el Perú ocupa un lugar importante en el sector minero, por su 
producción y potencial; considerándose así, como uno de los principales 
productores minerales como el zinc, plomo, estaño, plata, oro, cobre y estaño. 
(Dammert, A & Molinelli A, 2007, p.10) 
El Perú a través de la gran y mediana minería, se ha consolidado como uno de los 
países principales en la producción mundial de oro, plata, cobre y zinc, insertando 
esta actividad productiva minera como una de las más importantes actividades 
económicas, puesto que el sector Minero es el responsable del más de 60% de las 
exportaciones y del 10 % del PBI Anual, según la Sociedad Nacional de Minería, 
Petróleo y Energía. 
Sin embargo, no podemos dejar de lado a la pequeña minería y la minería artesanal, 
que durante los últimos 30 años a la fecha viene creciendo de manera 
desordenada, casi sin control y con la presencia intermitente por parte del Estado, 
ya que el desarrollo de estas actividades a través de procedimientos empíricos, anti 
técnicos y no convencionales, afectan e impactan negativamente en el medio 
ambiente, además del desorden económico, laboral, social y ambiental generada 
por la ilegalidad y la informalidad. 
Por ese motivo, el Estado ha venido aplicando políticas nacionales en materia de 
formalización minera, desde la promulgación, el 24 de enero del 2002, de la Ley 
27651 que establece normas para la formalización y promoción minera de los 
pequeños productores mineros y mineros artesanales, hasta la posterior 
implementación de diferentes normas en la materia hasta la actualidad; siendo 
estos los diversos esfuerzos legislativos y acciones dirigidas al control de la minería 




presentación de requisitos fundamentales para la obtención de la autorización 
correspondiente, evidenciándose desde el año 2012 a través del Decreto 
Legislativo N° 1100 hasta el 29 de diciembre del 2020 fecha en la que se publica el 
Decreto Supremo N° 032-2020-EM; siendo esta una razón por la cual resulta 
ineficiente la protección del medio ambiente, por estas acciones legales que no son 
acatadas por los mineros informales e ilegales, generando un problema latente a 
nivel nacional. 
Declarado de interés nacional la formalización minera, el Estado emitió una serie 
de dispositivos normativos, para garantizar el ordenamiento social, económico, 
laboral y ambiental, estableciendo procedimientos que permitan la formalización de 
las actividades mineras; sin embargo, se dio mayor interés a la Gran Industria 
Minera, dejando de lado las actividades informales de la pequeña minería y minería 
informal, que son causantes de contaminación en el ambiente a través de su 
desarrollo desordenado. 
En nuestro país, la cantidad de mineros informales se estima en más 500,000 
mineros informales, siendo de gran importancia la formalización minera ya que en 
nuestro país ha sido de preocupación por los gobiernos de turno, no obstante 
haberse adoptado una política pública de formalización con constantes 
ampliaciones de plazos, no se ha considerado el efecto negativo generado sobre el 
medio ambiente a través de las ampliaciones y prórrogas en la inscripción y 
permanencia en el proceso de formalización.  
Sobre esto, podemos observar el problema de la minería artesanal y la pequeña 
minería, que se origina a partir de actividades informales e ilegales, que a la 
actualidad vienen creciendo y extendiéndose a lo largo de todo el país.  
El Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería (Decreto Supremo Nº 014-
92-EM), como norma que regula el procedimiento, requisitos, trámites, tipos de 
actividades mineras y formas de extracción de minerales metálicos y no metálicos, 
define en su Art. 91º a la minería artesanal y la pequeña minería, según las 
características propias de cada actividad.  
El 21 de enero del 2002 se aprobó la Ley N° 27651, con la cual regula el desarrollo 
de las actividades mineras artesanales y la pequeña minería, fomentando la 




autorización correspondiente, estableciendo como requisito administrativo 
ambiental contar con el instrumento de gestión ambiental aprobado.  
Ante el crecimiento de las actividades de extracción minera ilegal y el daño 
ambiental generado por la informalidad de las actividades mineras auríferas en los 
recursos hídricos de los departamentos de Puno y Madre de Dios, el 18 de abril del 
2002, se aprobó el Decreto Legislativo N° 1105, respecto al proceso de 
formalización de actividades mineras, otorgando 60 días para la presentación de la 
declaración de compromisos a partir de la fecha de promulgación de este 
dispositivo; señalando como plazo de culminación del proceso de formalización en 
veinticuatro (24) meses. Posteriormente, el 29 de agosto del 2012, a través de la 
Ley N° 29910, estableció la prórroga para la presentación declaración de 
compromisos, por el plazo de 60 días hábiles.  
El 05 de febrero 2013, con el Decreto Supremo N° 001-2013-MINAM, se estableció 
nuevo plazo para la presentación del Instrumento de Gestión Ambiental Correctivo 
(IGAC), hasta el 03 de octubre del 2013. 
EL 29 de diciembre del 2016, se crea el Registro Integral de Formalización Minera 
(REINFO), con el Decreto Legislativo N° 1293, que establece los pasos para la 
inscripción, otorgando una vigencia de 36 meses hasta lograr la formalización.  
El 07 de enero del 2017, se aprueba el Decreto Legislativo N° 1351, que modifica 
el Código Penal, señala en la Disposición Complementaria Final Única que: “(…). 
b. El agente de los delitos de minería ilegal, que se inserte al Registro Integral de 
Formalización Minera, dentro del plazo establecido en el numeral 4.2 del artículo 4 
del Decreto Legislativo Nª 1293.”, con lo cual, los mineros informales integrantes 
del REINFO, queden fuera del ámbito de la persecución penal. 
Con la aprobación de la Ley N° 31007, se apertura las inscripciones para el acceso 
al proceso de formalización hasta por un plazo de 120 días hábiles; además de 
ampliarlo el proceso de formalización hasta el 31 de diciembre del 2021. 
Con Decreto Supremo N° 001-2020-EM del 15 de enero del 2020, señala las 
condiciones para la permanencia en el REINFO, debiendo inscribirse los mineros 
informales en el Registro Único de Contribuyentes RUC hasta el 30 de junio 2020 




Decreto Supremo N° 015-2020-EM se prórroga el registro en el RUC y la 
presentación de las declaraciones hasta el 31 de diciembre del 2020. 
De esta manera, nuestro trabajo busca evidenciar que la política normativa de 
formalización minera, otorga frecuentemente plazos para los mineros informales, lo 
cual no es lo que se rechaza, sino el permanente otorgamiento de plazos que afecta 
al medio ambiente, al no existir un plazo definitivo, en la presentación del respectivo 
instrumento de gestión ambiental, además de los requisitos establecidos; para la 
ejecución de las actividades extractivas, a través un correcto manejo de las políticas 
mineras y ambientales, donde el medio ambiente como medio natural y cultural para 
el desarrollo de las personas, no resulte afectado. 
Sobre el escenario señalado, surge el problema de la presente investigación, a 
razón del contexto fáctico actual del medio ambiente y la minería en proceso de 
formalización, de tal manera que se plantea como Problema General en la 
investigación: ¿De qué manera la política de ampliación de plazos para la 
formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de Ayacucho?, 
de la misma manera surge plantearnos como Primer Problema Específico: ¿De 
qué manera el proceso de formalización minera influye en el daño ambiental, en el 
departamento de Ayacucho?, el Segundo Problema Específico: ¿ De qué manera 
las políticas ambientales en materia de formalización minera, influyen en el daño 
ambiental, en el departamento de Ayacucho?; y el Tercer Problema Específico: 
¿De qué manera el medio ambiente se ve protegido por las normas en materia de 
formalización minera, en el departamento de Ayacucho? 
En ese sentido, pretendemos establecer en la presente investigación el Objetivo 
General de: Determinar de qué manera la política de ampliación de plazos para la 
formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de Ayacucho; 
del mismo modo, tenemos el propósito, con el Primer Objetivo Específico: 
Analizar de qué manera el proceso de formalización minera influye en el daño 
ambiental, en el departamento de Ayacucho; con el Segundo Objetivo Específico: 
Analizar de qué manera las políticas ambientales en materia de formalización 
minera, influyen en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho; y como 
Tercer Objetivo Específico, Analizar de qué manera las políticas ambientales en 




Con base en lo señalado, a través de los supuestos, trataremos de probar de forma 
tentativa a través del Supuesto General: “El continuo otorgamiento y ampliación 
de plazos en la política de formalización de los mineros informales, genera en el 
daño ambiental en el departamento de Ayacucho”. El Primer Supuesto Específico 
consistió en “El proceso formalización de la minería informal influye en el daño 
ambiental en el departamento de Ayacucho”; el Segundo Supuesto Específico: 
“Las políticas ambientales en materia de formalización, influyen en el daño 
ambiental en el departamento de Ayacucho”; y el Tercer Supuesto Específico: “El 
medio ambiente se ve protegido por las normas en materia de formalización minera 
en el departamento de Ayacucho”. 
El desarrollo del presente trabajo de investigación, se justifica a razón de la 
relevancia teórica, metodológica y práctica que se desarrolla en la actualidad, ya 
que el objeto y finalidad de la formalización minera es que el minero informal logre 
obtener la autorización correspondiente para las actividades mineras, actuando de 
forma responsable, preservando y garantizando la protección del ambiente, por ser 
un derecho fundamental de la persona, sin embargo, el desarrollo del proceso de 
formalización otorga la capacidad de realizar las actividades mineras, durante el 
proceso de obtención de la respectiva autorización, causando durante este período, 
un daño potencial o significativo al medio ambiente, por el incumplimiento del 
respectivo instrumento de gestión ambiental, necesario para cautelar y/o poder 
remediar el impacto generado por las actividades mineras; para ello, la justificación 
teórica, se sustenta en abordar la información suficiente a través de las definiciones 
y conceptos recabados, sobre la formalización minera, el medio ambiente y el daño 
potencial y/o significativo, ya que con esta recopilación de conceptos, pueda servir 
a la formulación y desarrollo de la presente investigación, hasta lograr obtener 
resultados que puedan contribuir al incremento de conocimientos teóricos y generar 
criterios en la ubicación de nuevos preceptos a investigar.  
La justificación práctica en el desarrollo de la presente investigación, tiene como 
objeto mostrar la situación de medio ambiente, con relación a la formalización 
minera y su ampliación de plazos, con la finalidad de establecer estrategias 
legislativas para el fortalecimiento de políticas mineras y ambientales que sean 




mineras, garantizando la protección y conservación del ambiente, el desarrollo 
sostenible y del normal desarrollo de la persona. 
Por último, la justificación metodológica, radica en el uso de la metodología de la 
investigación, aplicando correctamente el enfoque, tipo y diseño de investigación, 
para la obtención de los objetivos trazados en la presente investigación, empleando 
para ello los procedimientos y técnicas de investigación, además de la elaboración 
de las guías de entrevista para recolectar datos, para su procesamiento, análisis y 





II. MARCO TEÓRICO 
De la revisión de tesis nacionales: 
Tafur (2018), en la investigación titulada, “La minería no formalizada en la 
culminación del proceso de formalización y la reparación del daño ambiental 
mediante la remediación. Perú, 2018”, tesis para optar el título profesional de 
abogado de la Universidad César Vallejo, en su primera conclusión señala: 
“Se logró determinar que la minería no formalizada, no garantiza el resarcimiento 
del impacto ambiental generado durante el desarrollo de actividades extractivas, 
que integran el proceso de formalización, debido a que el instrumento de gestión 
ambiental no obliga a controlar la degradación ambiental, de esta manera se 
vulnera el derecho fundamental al disfrute de un ambiente equilibrado, para el 
desarrollo pleno de la vida y otros principios de la Ley General del Ambiente”. 
Peña (2013), en la investigación titulada, “Implementación de la política de 
fiscalización de la pequeña minería y minería artesanal. El caso del Gobierno 
Regional de Arequipa”, tesis para optar el grado de Magíster en Ciencias Políticas 
con mención en Políticas Públicas y Sociedad Civil, de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú, en su segunda conclusión señala: 
“La problemática ambiental respecto a la Minería Artesanal y Pequeña Minería, 
supera la gestión del Gobierno Regional para atenderlos, ya que el problema radica 
en la contaminación del agua, el suelo y el aire por la manipulación de insumos 
altamente contaminantes y peligrosos como es el mercurio y cianuro en la 
recuperación del oro”. 
Chávez (2019), en la investigación titulada, “La evolución de las disposiciones 
gubernamentales para el proceso de formalización minera en las actividades de 
pequeña minería y minería artesanal en el Perú, entre los años 2012 al 2018”, tesis 
para optar el grado de Magíster en Regulación, Gestión y Economía Minera de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, en su primera conclusión señala: 
“Que al haber realizado la investigación desde el año 2012 al 2018, los requisitos y 
plazos establecidos para la obtención de la formalización minera, se han 
desarrollado de manera simplificada desde el año 2012; pese a haberse establecido 




ejercidas de manera informal e ilegal. Ante la situación de desorden e informalidad, 
el Estado estableció una estrategia de saneamiento, exigiéndose a los mineros 
informales a contar con su registro único de contribuyente RUC”. 
Camones (2018), en la investigación titulada, “La Vulneración de los Derechos 
Fundamentales por el Desarrollo de la Minería Informal a Raíz del Uso del Terreno 
Superficial”, tesis para optar el título profesional de abogada de la Universidad 
César Vallejo, señalando en sus conclusiones lo siguiente: 
“Se ven vulnerados la vida, la propiedad y el medio ambiente como derechos 
fundamentales de la persona, por la contaminación ocurrida a través del transporte 
de minerales, por la emisión de material particulado sobre la población y las 
actividades mineras informales en los distritos de Santa Rosa y Warochiri; a esto 
se suma la mala práctica al cierre de actividades de extracción de Oro, sin contar 
con planes de cierre y dejando en abandono relaves mineros sin tratamiento y con 
sustancias contaminantes como el mercurio, arsénico y cianuro, que afecta la salud 
ambiental y poblacional”. 
De la revisión de tesis internacionales. 
Ulloa (2019), en la investigación titulada, “La minería ilegal y la vulneración de los 
derechos de la naturaleza”, tesis para optar el título profesional de abogada de los 
Juzgados y Tribunales de la República del Ecuador de la Universidad Técnica de 
Ambato, en su primera conclusión señala: 
“Es de suma importancia el trato de la minería y de los derechos de la naturaleza, 
ya que las actividades mineras generan recursos económicos muy altos, sin 
embargo, el costo es igual de alto respecto a las consecuencias que esta genera, 
por los efectos irreparables sobre los derechos a la naturaleza, por lo tanto, es un 
compromiso de cada individuo que vive en el país del Ecuador, la responsabilidad 
de preservar el ambiente para el buen vivir”. 
Franco (2016), en la investigación titulada, “Sectores Minero y Ambiental, entre 
caminos Confluyentes y Divergentes”, tesis para optar el grado de Magíster en 





“Existe un conflicto de difícil solución respecto a las políticas públicas mineras y 
ambientales en Colombia, ante la ausencia de una política que logre equilibrar de 
manera eficaz la regulación de ambos sectores; y solo una eficaz política y gestión 
de gobierno pueda establecer y ejecutar de manera adecuada los dispositivos 
legales que logren ordenar las actividades de producción minera legal y a la vez 
proteja el medio ambiente, de acuerdo a los establecido por la normativa 
internacional”. 
Tatiana (2016), en la investigación titulada, “Importancia de la Normativa Ambiental 
en las Actividades Extractivas de Oro en el Cantón San Lorenzo”, tesis para optar 
el título de abogada de los Juzgados y Tribunales de la República, de la Universidad 
Regional Autónoma de los Andes, concluyendo de la siguiente manera: 
“Las actividades de extracción de Oro, realizadas por empresas dedicadas a la 
pequeña, mediana y gran minería y los mineros ilegales incumplen las normas 
relacionadas a las medidas de seguridad y del plan de su plan de manejo ambiental. 
Las actividades realizadas no cumplen de manera legal lo establecido en las 
normas ambientales, contaminando el suelo, aire y agua; además de ser causantes 
de enfermedades en la población humana, de esta manera no se puede garantizar 
el derecho a un ambiente sano”. 
Respecto a la Formalización Minera: 
La minería es una actividad económica, por la cual se extrae, explota, beneficia y 
aprovecha materiales minerales, concentrados en la corteza terrestre. La 
normatividad relacionada con la minería en el Perú, la divide en minería común y 
minería de hidrocarburos, por la cantidad de minerales de naturaleza metálica y no 
metálica, siendo la minería común referida a la extracción de casi todos los 
minerales metálicos y no metálicos; y la minería de hidrocarburos por el 
aprovechamiento de hidrocarburos, es decir, se refiere a compuestos orgánicos, 
sólidos, líquidos y gaseosos, siendo los primordiales el hidrógeno y el carbono. 
A través de los años, en el Perú se ha venido desarrollando y actualizando los 
dispositivos normativos en materia minera, teniéndose como primera fuente el 
Código de Minería de 1901, la misma que se mantendría hasta el año 1950 con el 




aprobado con Decreto Ley 18880 en el año 1971, luego la Ley General de Minería, 
a través del Decreto Legislativo Nº 109 del año 1981. 
Con Decreto Supremo Nº 014-92-EM, se aprobó el Texto Único Ordenado de la Ley 
General de Minería en el año 1992 (en adelante TUO de la LGM), la misma que se 
encuentra vigente a la actualidad. Esta norma regula el desarrollo de las actividades 
de explotación de minerales, la forma de ejercerlas, la participación del Estado con 
los particulares, la forma de otorgamiento de concesiones, el estrato de la minería, 
los procedimientos, requisitos, tramites, plazos y formas de acceder a la explotación 
de minerales, generándose de esta manera el Derecho Minero.  
El Derecho Minero posee una naturaleza mixta, ya que convergen sobre ella la 
regulación de normas de Derecho Privado y Público; del mismo modo, es una rama 
perteneciente al Derecho Administrativo, ya que regula las actuaciones de los 
particulares y del Estado, estableciendo los requisitos y trámites para el 
otorgamiento de la autorización para la exploración, extracción y explotación de 
material minero metálico y no metálico, existentes en la corteza terrestre del 
territorio nacional. Franciskovich & Ipenza (2015). 
El Derecho Minero, se refiere al conjunto de dispositivos legales que determinan el 
procedimiento, requisitos y trámites, para constituir, conservar y extinguir, 
concesiones mineras para la exploración y extracción de materiales minerales 
metálicos y no metálicos, regulando la relación entre la Estado a través de su 
autoridad competente y los administrados, respecto a la actividad de extracción 
mineral, Lira (2016). En ese mismo sentido, Ossa (2012) indica que es conjunto de 
principios y normas, por la una persona natural o jurídica constituida señala el tipo 
de material mineral susceptible de ser explotado, con la finalidad de constituir 
concesiones, a través de actos, contratos y litigios que podrían resultar.  
El TUO de la LGM (vigente en la actualidad), es la norma rectora en materia minera, 
que comprende y regula todo lo relativo al otorgamiento de concesiones y derechos, 
la explotación, el aprovechamiento y beneficio de minerales, a través de la relación 
entre el Estado y los particulares, como personas naturales y jurídicas.  
Para el ejercicio de las actividades de aprovechamiento, el TUO de la LGM actual, 




estratificándolas en tres categorías: la gran minería, la mediana minería y la 
pequeña minería y minería artesanal.  
De esta estratificación, la gran minería se denomina a la actividad en la cual integra 
diferentes acciones en una misma concesión minera, que van desde el cateo hasta 
la refinación y transporte, para el cual hacen uso de herramientas y maquinarias 
mecanizadas y tecnológicas.  
Respecto a la mediana minería, a diferencia de la gran minería, es el uso de 
herramientas y maquinaria regularmente mecanizadas y tecnológicas, además de 
la limitación en las operaciones, ejecutando solo trabajos de extracción y 
concentración de mineral. Estas actividades están sujetas al control, supervisión y 
fiscalización por parte del Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
(OEFA). 
Luego se encuentran la Minería Artesanal y la Pequeña Minería en adelante 
(MAPE), que son aquellas actividades realizadas por personas naturales o 
jurídicas, con dedicación habitual de extracción de material mineral metálico o no 
metálico, como medio de subsistencia y actividad laboral, para ello, hacen uso de 
herramientas, maquinarias y de la mano de obra intensificada. Para la ejecución de 
estas actividades, las Direcciones de Energía y Minas de los Gobiernos Regionales 
(en adelante DREM), tienen competencia para su control y fiscalización. 
Franciskovich (2018) señala que la actividad minera en la actualidad se ha 
consolidado como el soporte económico fundamental en el Perú, que se concreta 
a través de un conjunto de actividades concatenadas, con la finalidad de explotar 
yacimientos mineros, siendo este proceso, la acumulación de diferentes 
conocimientos y áreas profesionales, para el cual se debe tener presente que, para 
su evaluación y ejecución, deben conllevar a diferentes factores de orden técnico, 
económico, ambiental y político. En la actualidad, la actividad minera es una 
actividad de alta rentabilidad, por el costo de los minerales en el mercado, siendo 
más que útiles para satisfacer las necesidades del hombre a través de un conjunto 
de operaciones ejecutadas de forma ordenada para proveer de materia prima para 
un aprovechamiento útil y beneficioso producto del trabajo extractivo o del proceso 




Así también, el profesor Bedoya (2016), afirma sobre la actividad minera que “en 
los últimos tiempos, la esfera que tomaba la minería prolifero en mayor extensión, 
ampliando las zonas de influencia minera a los territorios de las comunidades 
campesinas”. 
Martínez (1997) indica que, para el desarrollo de estas actividades, es impulsado a 
través de situaciones jurídicas particulares, es decir, solicitado generalmente 
personas naturales y/o jurídicas, que suscriben contratos, gestión de negocios y 
otros; del mismo modo tiene participación la administración pública a través del 
otorgamiento de una licencia, autorizaciones, y otras propias de sus funciones y 
atribuciones. 
El desarrollo de las actividades mineras, se establecen en el TUO de la LGM, 
señalando las actividades mineras y las formas de ejercerlas. 
Afirma Montoya (2011), que este proceso inicia con el cateo y la prospección, del 
cual el cateo que viene a ser el descubrimiento de yacimientos mineros por métodos 
empíricos., la Prospección según el TUO de la LGM, viene a ser la indagación, que 
tiene por finalidad la determinación de áreas, con un alto potencial de concentración 
de minerales, a través de medios físicos y químicos y el empleo de instrumentos y 
técnicas de precisión. Estas actividades no requieren autorización alguna por parte 
de la autoridad correspondiente. 
El proceso de exploración tiende a mostrar las dimensiones, ubicación, 
caracterización del tipo de minerales, su acumulación; lo que significa que, se debe 
comprobar que en el yacimiento es factible desarrollar la explotación de minerales 
y si este material es rentable económicamente. Franciskovich & Ipenza (2015). 
Respecto a la explotación, es la actividad de extracción de materiales minerales 
metálicos o no metálicos, que se encuentran acumulados en un determinado 
espacio geográfico.  
Para realizar esta actividad, es necesario de la autorización de la autoridad 
competente, debiendo contemplar en sus trámites la documentación necesaria y 
sustentada, titularidad de la concesión, autorización de uso del terreno superficial 




Posterior a las actividades de exploración y explotación de recursos minerales, el 
beneficio es el proceso físico, químico y/o fisicoquímico que se ejercen sobre los 
minerales extraídos, con la finalidad de concentrar, fundir, purificar o refinar el 
mineral extraído, separando o concentrando el tipo o las partes valiosas del mineral. 
Franciskovich & Ipenza, (2015). 
Dentro de la normativa nacional, la pequeña minería fue la tercera clasificación de 
la actividad minera, creada por Decreto Ley N° 18880 y mencionada en la Ley 
General de la Minería de 1971, conceptuándola como pequeño extractor minero a 
cualquiera que poseía derechos mineros de exploración y explotación hasta mil 
hectáreas de extensión superficial. Gutiérrez (2018). 
Sobre ello, el TUO de la LGM, en su art. 91 del Título Decimo, establece una 
definición y se determina las diferencias entre la pequeña minería y minería 
artesanal, definiéndolas a ambas como la actividad desarrollada por cualquier 
persona natural o jurídica, que laboran de forma frecuente la explotación y beneficio 
materiales mineras metálicos o no metálicos; la diferencia entre ambas actividades 
radica en que la minería artesanal es utilizada como medio de sustento y se 
desarrolla a través de técnicas manuales y el uso de equipos básicos. De la misma 
manera, se diferencia por la posesión de hectáreas en el denuncio, petitorio y/o 
concesión, y la capacidad de producción por día. 
Tabla 1 
Pequeña minería y minería artesanal. 












habitual y medio 
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Según Enrique (2015), tanto la MAPE, se desarrolla con una menor intensidad y en 
espacios geográficos determinados para la actividad, esto a razón del uso de 
herramientas manuales con poca tecnología y maquinarias básicas.  
Al respecto, el profesor Ipenza (2012) hace mención que la pequeña minería en 
forma individual como persona natural, jurídica o jurídicas cooperativas mineras o 
centrales, las cuales se decidan exclusiva y naturalmente a la extracción y/o 
beneficio de la extracción estos materiales minerales. 
Los pequeños productores mineros, son personas individuales o colectiva, 
constituidas como personas naturales o jurídicas, se dedican a la extracción y 
también al beneficio de estos minerales y contando con un área de hasta dos mil 
hectáreas, y también una producción o beneficio diario no mayor a trescientas 
cincuenta toneladas métricas, en cualquier título. Franciskovic. (2018). 
La minería artesanal es la actividad que se realizan por integrantes de familias, que 
a través de las generaciones vienen heredando esta actividad como forma de 
sustento, y también la realizan de manera eventual, motivo por el cual la inversión 
económica en esta actividad es mínima, utilizando tecnología sencilla a través de 
herramientas manuales, por lo cual se aprovecha el trabajo a través de la fuerza 
intensiva. 
Al respecto, según Mining, Minerals and Sustainable Development (MMSD) Project, 
(2001) “la minería artesanal y a pequeña escala no tiene una definición exacta ni 
aceptada, ya que, en diferentes países, esta actividad involucra el lavado de oro en 
forma individual, en otras, la actividad a pequeña escala se desarrolla de manera 
sofisticada y mecanizada. La mayoría de estos mineros son hombres, mujeres o 
hasta menores de edad de baja condición económica, que trabajan en temporadas 
o épocas de recesión” 
Sin embargo, a partir de la década del 80 es que se ha visto intensificado el 
desarrollo de la minería informal, por el aumento de precio de los metales, los 
procesos de migración, la estabilidad económica, la violencia política, la crisis del 
agro, dándose esta actividad en Madre de Dios, Puno, Ica, Ayacucho y Arequipa. 
Su desarrollo causó el crecimiento desordenado de Anexos y Centros Poblados, 
agregando a ello la manera desordenada, informal e ilegal de las actividades 




pobladores, y de los integrantes del grupo familiar que laboran en esta actividad, 
además de la degradación de los ecosistemas naturales. Durante los años 2007 al 
2009 se desata la fiebre del oro a través de actividades ilegales e informales de 
extracción aurífera de oro en el departamento de Madre de Dios, generando 
deforestación en parte del Reserva Nacional de Tambopata y en la zona de 
amortiguamiento (Creado el 4 de septiembre del 2000, mediante Decreto Supremo 
Nº 048-2000-AG), además de la contaminación por el uso de mercurio, combustible 
y aceites, además de pasivos ambientales por el abandono de lugares ya 
aprovechados, causando daños al ambiente y sus componentes. 
Así, ante la situación perjudicial desatada por la minería informal e ilegal, donde 
poblaciones más vulnerables de los departamentos de Madre de Dios, Puno, Ica, 
Apurímac, Arequipa y Ayacucho resultaron perjudicadas, es que fue necesaria la 
elaboración de dispositivos normativos que pueda establecer soluciones a los 
problemas sociales, económicos y ambientales.  
Respecto a la minería informal, Franciskovich & Ipenza (2015) señalan que, es la 
actividad practicada a través de la utilización de maquinarias, herramientas o 
equipos que se encuentran establecidas para la forma de actividad minera; 
incumplimiento los requisitos administrativos, sociales, técnicos y 
medioambientales que rigen dichas actividades; además de desarrollarse en áreas 
permitidas a la actividad, y son ejecutadas por una persona natural o jurídica con la 
finalidad de incorporarse al proceso de formalización conforme lo establece la 
norma. De la misma manera según el informe del Ministerio del Ambiente (2016) 
agrega a lo señalado, que la informalidad de la actividad minera viene deteriorando 
los componentes del medio ambiente. 
Así también, Osores (2012) señala que, en nuestra actualidad, la minería informal, 
sobre todo en Madre de Dios, se expande acorde a los movimientos migraciones 
sin control provenientes de los departamentos aledaños, generando el crecimiento 
acelerado de mineros informales que se encuentran activos en dicha zona. 
Respecto a la minería ilegal, esta es considerada como una actividad que genera 
informalidad, ya que trae consigo impactos negativos ambientales, sociales y 
económicos. El desarrollo de la minería ilegal se expande a zonas que no se 




protegidas (Áreas Naturales Protegidas ANP por el Estado) y en los cauces y flujos 
de los recursos hídricos. La minería ilegal, por estar vinculada a otras conductas 
delictivas como la delincuencia común, lavado de activos, corrupción, contrabando, 
y la trata de personas; es que deja de ser una actividad artesanal para la simple 
subsistencia, además que el uso de mercurio y cianuro contamina los componentes 
del medio ambiente y esta se refleja en el impacto a la salud ambiental y de la 
población  
La Universidad ESAN (2019), respecto a la minería ilegal, hace referencia al tema: 
Es ya una costumbre nacional que la minera ilegal opera fuera de la ley, esto 
demuestra que la actividad minera no está económicamente preparada, agregando 
que los mineros arriesgan sus vidas y las de otros cuando ejercen esta actividad. 
Los problemas a los que ha llevado tanto la informalidad e ilegalidad minera a través 
de los años, ha tomado mayor envergadura por la importancia en el desarrollo del 
país, ya que la informalidad no solo causa un daño ambiental, sino también influyen 
en el ámbito social, laboral y económico, y para contrarrestar esto, se requiere de 
la presencia de las instituciones estatales como son los sectores Energía y Minas, 
Ambiente y Gobiernos Regionales, por lo tanto se necesita de una regulación 
eficiente para la formalización de estas actividades mineras, que pueda prever 
impactos negativos en el ambiente y la sociedad. 
A través de esta medida, según Franciskovich & Ipenza, (2015), el Estado Peruano 
busca tutelar la vida, y la salud de las personas integrantes de la comunidad, 
además de la conservación, protección y aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales y el patrimonio natural y cultural, la formalización en general para 
la correcta recaudación y administración de los impuestos y tributos y el desarrollo 
de las demás actividades económicas de manera sostenible, respetando las 
normas ambientales para evitar un daño en el ambiente. Además, que el Estado 
fomenta la MAPE, a través de la inclusión social, la formalización y asesoría para 
el ejercicio de la actividad minera. 
Para el desarrollo de la presente investigación, los sujetos en vías de formalización 
que se encuentren dentro del proceso de formalización minera, que desarrollen 





El proceso de formalización minera es una herramienta, que busca establecer las 
etapas, plazos, requisitos y procedimientos para que el titular de la actividad minera 
pueda formalizarse cumpliendo lo establecido en las normas. República del Perú 
(2013). 
La profesora Franciskovic (2018), señala que la formalización minera brinda la 
normatividad necesaria que orientan al pequeño extractor minero y al minero 
artesanal ejecutando acciones que orientan la formalización de su actividad, por 
parte de los Gobiernos Regionales a través de monitoreo, evaluación, 
fortalecimiento de gestión, brindando asistencia técnica, capacitaciones e 
inducciones con relación a la normatividad aplicable. 
De igual manera el profesor Gutiérrez (2018) afirma: El tratamiento de la 
formalización minera ha requerido de una política del estado basado en un enfoque 
tridimensional: económico, social y ambiental. Tratándose desde un punto de vista 
ambiental cuando esta debe ser de forma integral donde interactúen estos tres 
elementos con la finalidad de promover la formalidad, el desarrollo sostenible dentro 
de la esfera de tutela del medio ambiente. 
El Ministerio de Energía y Minas (2014), hace mención que este cumple con todos 
elementos para la minería, tanto en la esfera ambiental y social y de trabajo, 
también permisos tributarios enmarcados en el derecho positivo peruano esta 
abarca también a la mediana y gran minería incluso la artesanal. Esto significa, que 
el Estado busca, es que la actividad minera del pequeño productor y del productor 
artesanal ya formalizado se encuentre acorde a las obligaciones normatividad del 
sector, respetando las normas administrativas mineras, tributarias, laborales y 
ambientales, de esta manera influir de manera positiva en la economía del país. 
Como afirma Wiener (2019) sobre la formalización minera que el problema para 
llegar a la formalización de la pequeña minera es que no hay una correcta 
preparación en comprender la norma por parte de todos los actores que intervienen 
para la correcta toma de decisiones. 
Sobre el proceso de Formalización minera, en el informe Ministerio de Justicia 
(2017) menciona sobre este, que el presente cuerpo normativo nacional tiene como 




objetivo de lograr la organización, el establecimiento de requisitos y su aplicación 
en todo nuestro territorito. 
El Ministerio de Justicia (2017) describe a la minería formal como aquella práctica 
desarrollada por una persona natural o jurídica, que ostenta con permiso previo de 
para dichas actividades de extracción, y/o beneficio de material mineral metálico o 
no metálico, también ostentando un derecho de concesión de beneficio suscrita por 
autoridad competente. 
Los esfuerzos por parte del Estado, respecto a la formalización minera, se dieron 
desde inicios de los años 2000, ante la creciente actividad minera a pequeña escala 
y de manera informal e ilegal a nivel nacional, sin embargo, las normas no han sido 
estrictas en el cumplimiento de los requisitos y los plazos establecidos, más por el 
contrario, se ha observado que de manera permanente se han venido prórrogando 
plazos en la entrega de estos requisitos, por lo tanto a la fecha el proceso de 
formalización minera aún no ha concluido.  
El Ministerio de Energía y Minas, toma como directriz el Plan Estratégico de 
Desarrollo Nacional, el Plan Estratégico Sectorial del Sector Energía y Minas, las 
Políticas Generales de Gobierno, para la elaboración del Plan Estratégico 
Institucional, declarando como política para el desarrollo de un mejor 
aprovechamiento de los recursos mineros lo siguiente: El desarrollo de las 
actividades mineras energéticas en las regiones; El fortalecimiento de la institución 
y la descentralización a través las competencias compartidas; La conservación y 
sostenimiento del medio ambiente; La promoción de las actividades mineras 
energéticas; y El fomento de la competitividad en el sector y promoción de la 
formalización minera a través asesoría y apoyo en la consolidación para la 
formalización de manera integral de los MAPE.   
En ese sentido, observaremos el desarrollo de la normativa en materia de 
formalización minera y ambiental a continuación: 
El 21 de enero del 2002, se publicó la Ley 27651, siendo esta norma la primera que 
introdujera en la normatividad minera (TUO de la LGM), la regulación de la MAPE, 
a través de la promoción y desarrollo de la formalización minera. Esta norma 
establece en su Art. 15º que para obtener la autorización de actividades mineras se 




El 29 de marzo del 2011, con Decreto Supremo Nº 013-2011-EM, se aprobó el Plan 
Nacional para la Formalización de la Minería Artesanal, con la finalidad de 
determinar directrices para el desarrollo del proceso de formalización de los 
mineros artesanales; esto por la creciente actividad artesanal de forma ilegal en los 
departamentos de Madre de Dios, La Libertad, Ica, Ayacucho, Ancash y Puno, 
donde se identificó gran cantidad de extractores artesanales; además del uso de 
cianuro y de mercurio. El reflejo de estas actividades es el daño por la 
contaminación al medio ambiente debido a la informalidad, la actividad 
desordenada, anti técnica, fuera de la normatividad administrativa social, laboral y 
ambiental. 
El objetivo principal fue la formalización minera artesanal, a través de la elaboración 
de planes y una correcta gestión de manera organizacional, técnica legal y 
ambiental, donde se involucran los sectores del gobierno nacional, regional y local; 
esto en un plazo de 5 años, lo que significa la formalización de mineros artesanales 
hasta el año 2016. Para ello, la promoción y facilitación de los procesos, se 
desarrollarán a través de los Gobiernos Regionales, interviniendo también el 
Ministerio de Energía y Minas, Ministerio de Ambiente, Ministerio del Interior – 
SUCAMEC, Ministerio de Salud, a través de la emisión de normas que establezca 
y fortalezca el proceso de formalización minera artesanal. 
En el año 2012, el Poder Legislativo otorga el poder de legislar al ejecutivo, en 
materia de minería ilegal, con la finalidad de corregir el impacto negativo ambiental, 
económico y social desarrollado por la minería ilegal a nivel nacional, a través del 
establecimiento de medidas normativas que pueden frenar estas actividades; en 
ese sentido, aprobó los Decretos Legislativos (1099, 1100, 1101, 1102, 1103, 1104, 
1105, 1106 y 1107) con la finalidad de adoptar medidas inmediatas para garantizar 
la salud de las personas, la población y el medio ambiente. 
El 28 de febrero del 2012, con el Decreto Legislativo Nº 1101, establece normas de 
fiscalización ambiental en la lucha contra la minería ilegal, donde los Gobiernos 
Regionales efectuarán acciones de fiscalización y supervisión, al haberles 
transferido competencias de fiscalización en la materia; de esta manera, la 
fiscalización ambiental sería permanente, no programadas de conformidad al Plan 




normatividad de la Ley 29325 del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental (en adelante SINEFA), estableciendo un procedimiento sancionador 
cuyo criterio seria determinado según la afectación a la salud de la población, la 
gravedad de los daños, el contexto en el que se llevó a cabo los impactos 
ambientales negativos, la reincidencia y los costos que generaría al Estado, 
además de multas y medidas administrativas aplicables, con sanciones que 
determinan desde las 02 UIT a 40 UIT así como el cierre de instalaciones hasta la 
suspensión definitiva de actividades. 
El 28 de febrero del 2012, con el Decreto Legislativo Nº 1102, se incorporaría al 
Código Penal como una nueva figura delictiva el delito de Minería Ilegal, ya que, 
hasta la fecha, la sanción por la afectación y el daño causado por la minería se 
encontraba dentro del margen de la normatividad administrativa. En tal sentido, se 
configuró este delito por ser una actividad desarrollada sin la autorización 
respectiva, que causa un daño en el medio ambiente; por lo que se prescribió de la 
siguiente manera: 
“Artículo 307-A.- Delito de minería ilegal. Será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro años ni mayor de ocho años y con cien a seiscientos 
días-multa, el que realice actividad de exploración, extracción, explotación u otros 
actos similares, de recursos minerales, metálicos o no metálicos, sin contar con la 
autorización de la entidad administrativa competente, que cause o pueda causar 
perjuicio, alteración o daño al ambiente o sus componentes, la calidad ambiental o 
la salud ambiental (…)”. 
El 18 de abril del 2012, el Decreto Legislativo Nº 1105, estableció disposiciones 
para el proceso de formalización de la MAPE, siendo la primera norma legal que 






Minería ilegal y minería informal 
Minería Ilegal Minería Informal 
Emplea maquinarias y equipos que no 
corresponden a la actividad 
Emplea maquinarias y equipos que 
no corresponden a la actividad 
Incumplimiento de las normas 
administrativas, ambientales, técnico, 
sociales 
Incumplimiento de las normas 
administrativas, ambientales, 
técnico, sociales 
Desarrolla actividades en zonas 
prohibidas para la minería  
Se encuentre dentro del proceso de 
formalización minera 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Esta norma, en su Art. 4º, establece los procedimientos, requisitos y plazos, al cual 
está sujeto el minero informal, pudiendo ser persona natural o jurídica para la 
obtención de la autorización de actividades mineras, fijando como plazo para la 
formalización, el periodo de 24 meses, lo que significa que para abril del año 2014 
habría concluido el proceso de formalización. 
De la misma manera, para lograr la formalización minera, establece como requisito 
la Presentación de declaración de compromisos; Acreditar la titularidad de la 
concesión minera; Autorización del uso de terreno superficial; Autorización del uso 
de aguas; y la Aprobación del Instrumento de Gestión Ambiental. 
Respecto a la declaración de compromisos, el Art. 5º estableció el plazo de entrega 
por sesenta (60) días calendario, es decir hasta junio del 2012, cuyo contenido de 
la declaración contiene el tipo de actividad que realizan, la declaración de 
conocimiento y cumplimiento de las obligaciones ambientales de conformidad al 
instrumento de gestión ambiental, el desarrollo de la actividad de conformidad al 
tipo de actividad que realizaba, y el compromiso de presentar todos los requisitos 
establecidos por el proceso de formalización. 
El 29 de agosto del 2012, a través de la Ley Nº 29910, estableció un nuevo plazo 




minera, por un plazo de sesenta (60) días hábiles. De esta manera se amplía la 
presentación de la declaración de compromisos hasta a fines del mes de diciembre 
del 2012. 
El 06 de setiembre del 2012, con Decreto Supremo N° 004-2012-MINAM establece 
que al instrumento de Gestión Ambiental Correctivo (IGAC) como la medida 
ambiental a prevenir, controlar, mitigar y remediar impactos ambientales, para ello 
el contenido del IGAC debe estar conformado por: Resumen Ejecutivo; Objetivo; 
Marco Legal, Análisis de la Actividad; Identificación y Evaluación de Impactos en 
Materia Ambiental; Propuestas de Plan de Manejo Ambiental; y Cronograma de 
Implementación e Inversión. En su Art. 10°, respecto a la presentación del IGAC, 
se estableció como único plazo de cinco (05) meses, es decir hasta inicios del mes 
de enero del 2013.  
El 05 de febrero 2013, con Decreto Supremo N° 001-2013-MINAM, se adecuo el 
plazo del (IGAC), modificándose el plazo para su entrega, hasta el 05 de octubre 
del 2013, ante el Gobierno Regional. 
El 06 de febrero 2013, con Decreto Supremo N° 003-2013-EM, establece plazos 
para la presentación de requisitos para la formalización minera, siendo estas: La 
inscripción en el Registro Nacional de Declaraciones y Compromisos; acreditación 
de titularidad de la concesión hasta el 05 de setiembre del 2013; acreditación de la 
autorización de uso de terreno superficial hasta el 16 de setiembre del 2013; 
Autorización del uso de agua hasta el 25 de setiembre del 2013. 
El 23 de agosto del 2013, con Decreto Supremo N° 032-2013-EM, respecto a los 
mecanismos de formalización, conforme señala el Art. 2°, que los mineros 
informales registrados en el Registro Nacional de Declaración de Compromisos y 
aquellos que expresaron su voluntad de celebrar contratos de explotación, podrían 
haber presentado la acreditación de uso del terreno superficial, el IGAC y la 
autorización de uso de agua hasta el 19 de abril 2014, con lo que se otorgó una 
ampliación del plazo por casi siete (07) meses, para la presentación de estos 
requisitos. 
El 19 de abril del 2014, a través del Decreto Supremo N° 029-2014-PCM, se aprobó 
la Estrategia de Saneamiento a la MAPE, con la finalidad de dar soluciones para 




Saneamiento para todos los mineros que se encuentren en el Registro de 
Declaración de Compromisos.  
Los objetivos de la Estrategia de Saneamiento, se desarrolló con la finalidad de 
consolidar al proceso de formalización minera a través de la implementación de 
medidas para el saneamiento físico legal y de titulación de sobre los derechos de 
uso del terreno superficial, la promoción de la minería ordenada en cumplimiento 
de las normas ambientales, el desarrollo sostenible, la conservación del ambiente 
y la recuperación de áreas degradadas por la minera informal. 
Esta Estrategia de Saneamiento tuvo como meta, la formalización gradual, 
progresiva, ordenada y controlada al año 2016, a través del fortalecimiento de la 
normatividad de formalización minera y ambiental, el control y fiscalización 
ambiental, laboral y de insumos en las actividades mineras. 
El 29 de diciembre del 2016, el Decreto Legislativo N° 1293, crea el Registro 
Integral de Formalización Minera (en adelante REINFO), a cargo de la Dirección 
General de Formalización Minera (en adelante DGFM). 
Los integrantes del REINFO, serian aquellos que se encontraban en el Registro de 
Saneamiento y el Registro de Declaración de Compromisos; de la misma manera 
las personas naturales que no se encuentren en ninguna de estas, pero se 
encuentran realizando actividades mineras de conformidad al Art. 91° del TUO de 
la LGM, su inscripción se aplica desde el 06 de febrero del 2017 por ciento veinte 
(120) días hábiles, esto es por aproximadamente hasta agosto del 2017. 
Según el Art. 6°, establece como vigencia para el proceso de formalización minera 
integral desde julio 2017 por treinta y seis (36) meses, esto es, hasta julio del año 
2020. 
El 06 de enero del 2017, se aprobó el Decreto Legislativo Nº 1336 que sustituye el 
(IGAC), por el Instrumento de Gestión Ambiental para la Formalización (IGAFOM). 
Esta norma, en la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria, incorporo 
en el Art. 5º del Decreto Legislativo Nº 1100, que está permitido para las actividades 
de pequeña minería y minería artesana, el uso de bienes, maquinarias e insumos 
como cargadores frontales, retroexcavadoras, volquetes perforadoras y otras 




El 07 de enero del 2017, mediante el Decreto Legislativo Nº 1351, se modifica el 
Art. 307-Aº del Código Penal, incorporando el segundo párrafo de la siguiente 
manera: “La misma pena será aplicada al que realice la actividad de exploración, 
extracción, explotación, u otro similar de recursos minerales que se encuentren 
fuera del proceso de formalización, que cause o que pueda causar un daño, 
perjuicio o alteración al ambiente y sus componentes, la calidad ambiental o la salud 
del ambiente”. 
De la misma manera, en la Disposición Complementaria Final Única, estableció 
estar exentos de responsabilidad penal, los sujetos que se encuentren en el 
REINFO y los que no logran su formalización por culpa inexcusable de funcionario 
o servidor público a cargo de la formalización.  
El 05 de febrero del 2017, mediante Decreto Supremo Nº 005-2017-EM, se otorgó 
a los mineros informales inscritos en el Registro de Saneamiento, el plazo de 
inscripción en el REINFO hasta el 30 de junio del 2017, con la finalidad de continuar 
el proceso de formalización. 
El 01 de junio del 2017, con Decreto Supremo Nº 018-2017-EM, establece al 
REINFO, como único acto por la cual los mineros informales dan inicio al proceso 
de formalización minera, siendo administrada por la DGFM, estableciendo en su 
Art. 6º, como requisitos especiales el IGAFOM, estar registrado en el Registro Único 
de Contribuyentes (RUC), entre otros. 
Amplía el plazo para las inscripciones en el REINFO, hasta el 01 de agosto del 
2017, para los inscritos en el registro nacional de declaración de compromisos y en 
el registro de saneamiento. 
El 05 de julio del 2017, con Decreto Supremo Nº 021-2017-EM, modifica el plazo 
para las inscripciones del minero informal con inscripción en el registro de 
saneamiento, hasta el 30 de octubre del 2017. 
El 28 de febrero 2018, con Decreto Supremo Nº 004-2018-EM, modifica el plazo 
para las inscripciones del minero informal con inscripción en el registro de 




El 31 de julio 2018, con Decreto Supremo Nº 019-2018-EM, en su Art. 3º, estableció 
como plazo para la presentación del IGAFOM correctivo y preventivo, hasta el 31 
de julio del 2019. 
El 17 de octubre 2019, mediante Ley Nº 31007, se reestructuró le inscripción en el 
REINFO, otorgando ciento veinte (120) días hábiles para su inscripción. A ello, 
amplia el proceso de formalización minera hasta el 31 de diciembre del 2021. 
El 15 de enero del 2020, con Decreto Supremo Nº 001-2020-EM, se estableció el 
acceso al REINFO a través de la inscripción de las personas naturales y jurídicas 
que realizan actividades mineras informales, por ciento veinte (120) días hábiles. 
Se otorgó el plazo de noventa (90) días, a partir de la inscripción, para la 
presentación del IGAFOM; así también se otorgó el plazo hasta el 30 de junio del 
2020 para que el minero informal cuente con la inscripción en el RUC en tercera 
categoría, con situación activa, y con actividad económica de minería. 
El 20 de junio del 2020, con Decreto Supremo Nº 015-2020-EM, se modificó los 
plazos para la entrega del IGAFOM, siendo este plazo hasta el 31 de diciembre del 
2020. Respecto a la inscripción el RUC, se amplió hasta el 31 de diciembre del 
2020. 
El 29 de diciembre del 2020, mediante el Decreto Supremo Nº 032-2020-EM, se 
estableció nuevos plazos para el cumplimento de los requisitos y condiciones de 
permanencia en el REINFO, siendo estos: presentar el IGAFOM aspecto correctivo 
hasta el 30 de abril 2021; presentar el IGAFOM aspecto preventivo hasta el 31 de 
julio 2021; inscripción en el RUC, hasta el 30 de abril del 2021; registro de control 






Normas relacionadas a la ampliación de plazos para el proceso de formalización 
minera. 
Norma Fecha de Publicación Plazo 
Ley 27651 21 de enero del 2002 Regulación de la MAPE. 
Establece la presentación de la 
DIA o EIA-sd para realizar las 
actividades extractivas. 
 
Decreto Supremo  
Nº 013-2011-EM 
29 de marzo del 2011  Plan para la Formalización 
minera artesanal al 2016. 
 
Decreto Legislativo  
Nº 1101 
28 de febrero del 2012 Establece la fiscalización y 
control de las actividades 
mineras a la EFA. 
 
Decreto Legislativo  
Nº 1102 
28 de febrero del 2012 Incorporación de los artículos 
307A, 307B, 307C, 307D, 307E 
y 307F en el Código Penal. 
 
Decreto Legislativo  
Nº 1105 
18 de abril del 2012 Plazo de formalización 24 
meses. 
Plazo de 60 días para la entrega 
de Declaración de 
Compromisos. 
 
Ley Nº 29910 29 de agosto del 2012 Amplio plazo para la entrega de 
Declaración de Compromisos 
por 60 días hábiles.  
 
Decreto Supremo  
N° 004-2012-MINAM  
06 de setiembre del 
2012 
Plazo único de presentación de 
cinco (05) meses. 
 
Decreto Supremo  
N° 001-2013-MINAM 
05 de febrero 2013 Plazo para la entrega del IGAC 




Decreto Supremo  
N° 003-2013-EM 
06 de febrero 2013 Inscripción en el Registro de 
Declaración de Compromisos, 
titularidad de la concesión hasta 
05 setiembre 2013. 
acreditación uso de terreno 
superficial hasta 16 setiembre 
2013. 
Autorización del uso de agua 
hasta 25 setiembre 2013. 
Decreto Supremo  
N° 032-2013-EM 
23 de agosto del 2013 Los inscritos en el Registro 
Nacional de Declaración de 
Compromisos, podían presentar 
titularidad de la concesión, 
autorización de uso del terreno 
superficial y el IGAC hasta el 19 
de abril del 2014. 
Decreto Supremo  
N° 029-2014-PCM 
19 de abril del 2014 Establece el Registro de 
Saneamiento, teniendo como 
objetivo la formalización hasta el 
2016. 
Decreto Legislativo  
N° 1293 
29 de diciembre del 2016 Crea el REINFO. 
Inscripción al REINFO, desde el 
06 de febrero 2017 por 120 días 
hábiles. 
La vigencia del proceso de 
formalización minera desde 
2017 por 36 meses. 
Decreto Legislativo  
Nº 1336  
06 de enero del 2017 Incorpora en el Art. 5º del 
Decreto Legislativo Nº 1100, 
que está permitido para las 
actividades de la MAPE, el uso 
de bienes, maquinarias e 
insumos que eran prohibidas en 




Decreto Legislativo  
Nº 1351 
07 de enero del 2017 Modifica el Art. 307-Aº del 
Código Penal, incorporando el 
segundo párrafo: exención de 
responsabilidad penal, los 
sujetos que se encuentren en el 
REINFO. 
 
Decreto Supremo  
Nº 005-2017-EM 
05 de febrero del 2017 Amplía plazo de inscripción al 
REINFO hasta el 30 de junio del 
2017 
 
Decreto Supremo  
Nº 018-2017-EM 
01 de junio del 2017 Amplía plazo para las 
inscripciones al REINFO, hasta 
el 01 de agosto 2017. 
 
Decreto Supremo  
Nº 021-2017-EM 
05 de julio del 2017 Inscripción en el REINFO hasta 




28 de febrero 2018 Inscripción en el REINFO hasta 
el 31 de julio del 2018. 
 
Decreto Supremo  
Nº 019-2018-EM 
31 de julio 2018 Plazo en la presentación del 
IGAFOM hasta el 31 de julio 
2019. 
 
Ley Nº 31007 17 de octubre 2019 Otorga ciento veinte (120) días 
hábiles para su inscripción. 
Amplia el proceso de 
formalización minera para lo 
MAPE hasta el 31 de diciembre 
del 2021. 
 
Decreto Supremo  
Nº 001-2020-EM 
15 de enero del 2020 Inscripción al REINFO por 120 
días hábiles. A termino de este 
plazo, se otorga 90 días para la 
presentación del IGAFOM. 
Plazo para inscripción en el 




Decreto Supremo  
Nº 015-2020-EM 
20 de junio del 2020 Plazo de entrega del IGAFOM e 
inscripción en el RUC hasta el 
31 de diciembre del 2020. 
Decreto Supremo  
Nº 032-2020-EM 
29 de diciembre del 2020 Presentación del IGAFOM 
aspecto correctivo hasta el 30 
de abril 2021; IGAFOM aspecto 
preventivo hasta el 31 de julio 
2021; inscripción en el RUC 
hasta el 30 de abril del 2021; 
registro de control de bienes 
fiscalizados hasta el 30 de abril 
2021. 





Respecto al daño ambiental. 
La Constitución Política del Perú de 1993 (en adelante CPP 1993), en su artículo 2 
inc. 22, señala el derecho de toda persona al goce de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo pleno de su vida; por lo tanto, es un derecho fundamental 
de toda persona a desarrollarse plenamente en un ambiente sano, equilibrado y 
libre de afectaciones, promoviéndose la conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, por lo tanto se requiere de la tutela del Estado 
para el desarrollo de todos los ciudadanos. 
Chang, (2009), agrega que el derecho a gozar de un ambiente equilibrado, está 
reconocido en la CPP 1993 y requiere abordar de manera clara su definición 
material para garantizar su cumplimiento y reconocer la importancia de su 
protección. Como derecho fundamental se encuentra íntimamente ligado al 
derecho a la vida y la dignidad, tanto en su carácter subjetivo, publico, prestacional, 
y reaccional. Su interés público y transgeneracional, supera el ámbito individual y 
colectivo, hasta generacional. 
La Pontificia Universidad Católica del Perú (2013) hace referencia que el derecho 
al medio ambiente es tratado por la razón fundamental, que este resulta de gran 
interés para el ser humano, para el desarrollo de sus actividades, por cuanto este 
derecho fundamental es utilitario, ya que con este, garantiza la vigencia de otros 
derechos como la vida, la salud, y otras reconocidas constitucional e 
internacionalmente, por ejemplo, el derecho al medio ambiente se relaciona con la 
salud en el extremo que su relación se sustenta con los fundamentos de los 
derechos sociales. 
De la misma manera Franciskovic (2012) afirma que es un derecho fundamental, 
representado como un interés difuso o de incidencia colectiva, puesto que este 
derecho no pertenece a un solo individuo, sino a la colectividad en general 
perteneciente a una comunidad o Estado, que compartan dicho ambiente físico. La 
CPP 1993 incorpora la variable ambiental frente a los problemas y desafíos 
ambientales, con la finalidad de reducir los problemas con los recursos naturales, 




En ese sentido, se puede definir al medio ambiente como un conjunto de elementos, 
fenómenos y circunstancias sobre el cual un organismo se crea, vive y se 
desarrolla. (Becerra, 2013), refiere que en el medio ambiente se encuentran todos 
elementos externos a un individuo, generando un sistema donde todos los que 
forman parte de este, y a la vez se relacionan entre sí; formándose de esta manera 
un conjunto de manifestaciones o condiciones que existen en el entorno de un 
organismo o comunidad de organismos, por la existencia de numerosos factores 
ecológicos, donde interviene todo un sistema biológico de forma compleja. 
Al respecto, Raffino (2019), señala que el medio ambiente viene a ser la superficie, 
suelo, sub suelo, el mar y sus profundidades, donde se desarrolla la vida de los 
seres vivos, y sus relaciones entre los mismos. Este sistema está conformado por 
seres vivientes y elementos abióticos. 
De la S11 marzo 1992 de la Sentencia del Tribunal Supremo Español, el medio 
ambiente está definida como un ambiente moderadamente antropogénico, ya que 
se relaciona directamente con el desarrollo de la persona y su calidad de vida a 
través del aprovechamiento de los recursos naturales de manera sostenible en su 
conjunto, como sus componentes agua, aire y suelo, que se encuentran 
conformando así un ecosistema. (Becerra, 2013). 
Para garantizar la existencia integra de la persona humana se exige como requisito 
material, fundamental y necesario, que el entorno natural tenga las condiciones 
ambientales aceptables y suficientes para lograr el pleno desarrollo y existencia del 
ser humano, garantizando, respetando y protegiendo sus derechos fundamentales. 
Becerra (2015) refiere que, en la Constitución Política del Perú de 1979, se 
integraron conceptos de medioambiente, que fueron reconocidos como derechos 
fundamentales. La CPP 1993, en materia ambiental está estructurada bajo la 
siguiente concepción: el reconocimiento como un derecho fundamental; el 
desarrollo del régimen patrimonial de los recursos naturales como patrimonio de la 
Nación; el desarrollo sostenible para permitir el acceso a los recursos por nuestras 
próximas generaciones; y el reconocimiento de la participación la ciudadana, a 
través de la vigilancia ciudadana y el acceso a la información, participando en la 




Entonces, el medio ambiente como un derecho fundamental tiene por finalidad el 
desarrollo y preservación de la vida humana y de la sociedad, por lo tanto, es de 
interés su tutela, garantía y conservación para gozar de un medio ambiente sano y 
adecuado para la supervivencia. Así las cosas, los dispositivos legales en la 
materia, a través del desarrollo del derecho ambiental, deben establecer políticas 
frente a la problemática ambiental en todos los sectores. Becerra, (2013) refiere 
que es necesaria la participación de carácter intersectorial e interinstitucional de 
Estado, para la elaboración de instrumentos que impulsen a una protección por el 
ordenamiento jurídico. 
En ese sentido, uno de los mecanismos normativos legales para la tutela del medio 
ambiente, se dio inicio a través del Código del Ambiente y Recursos Naturales 
aprobado con Decreto Legislativo 613 del año 1990, y posteriormente la Ley 
General del Ambiente - Ley 28611 (en adelante LGA), del 16 de octubre del 2005, 
este último vigente en la actualidad. 
En el Perú, la LGA, define al medio ambiente, como el conjunto de componentes o 
elementos que se desarrollan u originan en la naturaleza o de manera 
antropogénica, a través de la interacción física, química o biológica de manera 
individual o colectiva, generando de esta manera un hábitat propicio para el 
desarrollo natural y cultural de quienes la conforman, constituyendo una cadena de 
equilibrio que permite la preservación de la vida y los recursos naturales. 
El Art. I de la LGA, prescribe que el medio ambiente es un derecho y deber 
fundamental, con la característica de ser irrenunciable por la necesidad de vivir en 
un ambiente saludable y equilibrado, para el desarrollo de la vida de la persona, 
además de tener como un deber la contribución al desarrollo de una correcta 
gestión ambiental para la conservación y el aprovechamiento sostenible, con el fin 
de asegurar la vida de las personas y la satisfacción de las necesidades en la 
generación actual. Moriana (2018) señala respecto al aprovechamiento sostenible, 
que se deja de lado la explotación absoluta de los recursos naturales, esto para 





La CPP 1993, en el Capítulo II “Del ambiente y de los recursos Naturales”, señala 
que los recursos naturales son patrimonio de la Nación, por lo tanto, el Estado es 
soberano de su aprovechamiento, pudiendo otorgar el aprovechamiento y uso a los 
particulares a través de concesiones (Art. 66°). Asimismo, el Estado establece la 
Política Nacional Ambiental PNA, a través de la elaboración de normas que 
determinen las acciones a nivel de todos los sectores y una adecuada gestión 
ambiental que promueva la conservación de medio ambiente, las ANP y de los 
recursos naturales (Art. 67° y 68°).  
“Sobre el Desarrollo sostenible Elizalde (2006) afirma que viene a ser la 
interferencia del hombre en el ambiente natural, que afecta al medio ambiente, la 
economía, la política y a las sociedades, en consecuencia, se propone a ofrecer 
con respuestas un planteamiento respecto a un nuevo estándar de desarrollo, 
orientado por el total respeto y cuidado a la naturaleza y la sociedad. Presentando 
múltiples enfoques sobre políticas de cuestiones científicas, económicas 
educativas. Para lograr así un verdadero desarrollo sostenible”. 
En los últimos tiempos, el desarrollo sostenible bien a ser, la cuestión de mayor 
importancia durante los debates sobre la política ambiental. Se ha convertido en un 
arma por parte de los políticos, así como en un tema principal para los medios de 
comunicación, este concepto que se refiere a las relaciones amigables entre los 
hombres y la naturaleza y por la búsqueda de una armonía en pro del desarrollo 
colectivo. Montes, (2007). 
El Departamento de Desarrollo Sostenible OEA (2016), señala que durante los 
últimos 50 años nuestro planeta ha estado sufriendo serios cambios en el ambiente, 
que se han visto reflejados por la revolución industrial y las diferentes actividades 
económicas a través de la extracción de recursos naturales, por ello, a partir de la 
declaración de Estocolmo en 1972, el derecho ambiental internacional ha generado 
un conjunto de principios que sirven de guía para la introducción de estas en las 
diferentes normativas tanto nacional como internacional, instrumentos que se 
integraron a partir de evitar la explotación desmesurada de los recursos naturales, 
el equilibrio entre el desarrollo sostenible y la soberanía del estado y lo más 




El derecho internacional menciona que la protección del medio ambiente ha 
generado la implementación al derecho a un ambiente limpio, con el que busca 
desarrollar normativa en los Estados, siendo esta una gran influencia en el derecho 
ambiental ya que ambos sistemas se encuentran enteramente relacionados y son 
interdependientes. El Departamento de Desarrollo Sostenible OEA (2016) señala 
como un conjunto de derechos humanos ambientales que han surgido 
progresivamente como el acceso a la información, acceso a la justicia ambiental, 
participación en decisiones públicas ambientales, entre otras.  
La LGA sienta las bases, principios y directrices con la política de garantizar al 
medio ambiente como derecho y deber fundamental, poniendo en participación 
activa a los diferentes sectores del gobierno nacional, a los gobiernos regionales a 
través de la transferencia de competencias y de los gobiernos locales, agregando 
a estos, el sector privado y la sociedad civil, a través de mecanismos que impulsen 
la protección del medio ambiente del ambiente y el aprovechamiento de los 
recursos naturales de manera sostenibles.  
Estos principios sirven de guías que acogen orientaciones fundamentales del 
derecho ambiental, que otorgan a la sociedad las herramientas legales para 
garantizar el ecosistema natural y el aprovechamiento sostenible de los recursos 
de la nación, a ello, Carhuatocto (2009) señala que estos principios constituyen una 
serie de soportes estructurales del derecho ambiental que propulsan la legislación 
nacional en la prevención de daños o afectaciones, teniendo como característica la 
dinámica y la adaptabilidad por el constante cambio de nuestra realidad cultural 
ambiental y social. 
La PNA en el Perú adopta los principios y normas básicas generales, con la 
finalidad de hacer efectivo, la protección y conservación del medio ambiente, 
aplicando la normatividad en la materia que logre asegurar el derecho a un medio 
ambiente saludable y equilibrado para el desarrollo de la vida. Molina (1995) señala 
que las políticas ambientales, pueden comprenderse como la concretización de las 
aptitudes y oportunidades que tiene la población, mediante la generación de capital 




generaciones actuales, mediante una conducción cauta del patrimonio natural y así 
mantener abiertas las opciones de confort a las generaciones venideras. 
“Una política ambiental explicita es una manifestación enmarcada al tema del 
ambiente. Esta exteriorización expresa una finalidad, las causas anheladas sobre 
la actuación de los agentes económicos participes, pudiendo enmarcar finalidades 
y establecer metas. Las políticas pueden contemplar pautas para elegir entre 
opciones, señalando un sendero para elegir sus decisiones. Las políticas se 
encaminan principalmente a las pautas hechas por los funcionarios o instituciones 
estatales, son realizadas también por representantes del sector privado en sistemas 
donde este tiene repercusión en las actividades estatales”. Charpentier (1999). 
Sobre la política socio ambiental, Coronado, (2017) afirma: “Prístinamente la 
palabra va abocada a la interacción de la colectividad con el ambiente, en la praxis, 
algo muy relevante seria, las políticas que realiza el estado para mejorar la calidad 
de vida de sus habitantes mediante proyectos, pero sin el desmedro del medio 
ambiente o sus componentes al realizar tal actividad”. 
El profesor Andaluz, (2013) menciona respecto a las políticas ambientales, que 
estas deben instituir lineamientos de actuación que desarrolla el Estado, con el 
objetivo de preservar un ambiente saludable y el desarrollo sostenible, enmarca 
entonces la tipificación legal de dichos actos mediante parámetros establecidos en 
su texto normativo, asimismo en la elaboración de actividades que se vean 
proyectadas y reflejadas a corto, mediano y largo plazo, la puntualización de 
estrategias y planes de acción por sector, las acciones de gobierno, así también la 
asignación de partidas de conformidad al presupuesto general, para lograr 
concretar los objetivos trazados. 
Así uno de los principios principales contenida en la LGA, es el principio de 
prevención, en la cual establece como objetivo primordial en la gestión ambiental, 
la prevención y vigilancia ante las afectaciones al medio ambiente, con la finalidad 
de anteponerse a los hechos de degradación que se podría generar. Sin embargo, 
ante el hecho de degradación ocurrido, se establece acciones destinadas a mitigar, 





Carhuatocto, (2018) explica, que el Tribunal Constitucional en el fundamento “7” de 
la sentencia recaída en el Exp. Nº 1206-2005-PA/TC, indica que el principio de 
prevención garantiza que se realicen las acciones necesarias para evitar la 
ocasionar daños ambientales, en caso se puedan generar y la afectación sea leve, 
esto es que ante una posible afectación se puedan tomar acciones para evitar un 
daño potencial al ambiente. Por lo que este principio se concreta en la manera que, 
ante una posible afectación potencial, esta no se limita a la restauración por los 
daños o riesgos, sino que elimina la generación de un posible daño ambiental. 
Para la correcta gestión ambiental, los sectores del gobierno nacional, regional y 
local, se encontrarán en un procedimiento continuo y permanente, con la finalidad 
de lograr una mejor calidad de vida y desarrollo de la población; en ese sentido, 
para el cumplimiento de los objetivos ambientales, la Autoridad Ambiental Nacional 
es el ente rector del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, con la finalidad de 
integrar normas y políticas, así como la participación de las instituciones Estatales, 
en materia ambiental. 
La Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental 
(en adelante SEIA) establece un único sistema que tiene la finalidad de identificar, 
evaluar, mitigar y corregir con antelación los impactos ambientales negativos 
durante el desarrollo de actividades económicas de inversión pública privada, a 
nivel nacional, regional y local cuyo resultado pueda causar un impacto ambiental 
significativo. 
Las políticas públicas de ejecución de obras de construcción, servicios y otras que 
puedan generar un impacto en el medio ambiente, se encuentran sujetas a las 
normas del SEIA, es así, que su cumplimiento es obligatorio por todas las 
autoridades del gobierno nacional, gobiernos regionales y locales.  
El SEIA, conformada por el Ministerio de Ambiente como el ente rector en la 
materia, y por las autoridades a nivel nacional, regional y local, quienes cuentan 
con funciones y competencias transferidas en todos los niveles, para la supervisión, 




El instrumento de gestión ambiental, viene a ser un mecanismo, por la cual toda 
actividad económica a la que se dedique el ser humano, que genere algún impacto 
de manera significativa, se encuentre acorde a lo establecido en la legislación 
ambiental. 
Como queda expreso en la CPP 1993, el derecho a un ambiente sano y equilibrado 
supone una serie de acciones que contribuyan a la conservación de la diversidad 
biológica para mantener los ecosistemas a través de las próximas generaciones, 
esto será reflejo del grado de cumplimiento que realicen las evaluaciones de 
impacto ambiental, los LMP, zonificación de áreas destinadas a la protección, 
conservación de flora y fauna silvestre, y del efectivo control y fiscalización de las 
actividades productivas y extractivas con fines económicos, que impliquen durante 
su actividad generar riesgos, daños o impactos al medio ambiente (Carhuatocto, 
2018). 
Los IGA planifican, previenen y controlan, fiscalizan y participan en el correcto 
cumplimiento de las normas ambientales, a través de la gestión ambiental nacional, 
sectorial y local; la evaluación de impacto ambiental; el ordenamiento territorial, 
planes de cierre, contingencia; ECA, LMP; la certificación ambiental; planes, 
programas de prevención, adecuación, control, y remediación; entre otros (Art. 
17.2° de la LGA).  
Este instrumento de gestión ambiental, en las actividades mineras en proceso de 
formalización denominada IGAFOM, desarrolla los datos y el tipo de actividad que 
se realiza, pudiendo ser la explotación o el beneficio, el tipo de material mineral 
(metálico o no metálico), el aspecto correctivo y el aspecto negativo; todo esto debe 
contar con la debida certificación ambiental y la evaluación de la autoridad 
correspondiente, con la finalidad de mitigar los impactos negativos causados por la 
actividad, cumpliendo en todo momento las medidas de protección ambiental 
establecidas. 
El Estudio de Impacto Ambiental, como instrumento de gestión, identifica de 
manera técnica, las consecuencias directas o indirectas, durante el desarrollo de 




y sus componentes, afectando la salud ambiental y de la población a corto o largo 
plazo. 
Estos se categorizan de acuerdo a los impactos ambientales previstos, según el 
siguiente criterio: 
 Declaración de Impacto Ambiental – DIA (Cat I), cuyo impacto ambiental 
negativo es de carácter no significativo. 
 Estudio de Impacto Ambiental Semidetallado – EIA-sd (Cat II), en impactos 
ambientales son moderados. 
 Estudio de Impacto Ambiental Detallado – EIA-d, (Cat III), en impacto ambiental 
negativo de forma significativa. 
Los Estándares de Calidad Ambiental (ECA) y los Límites Máximos Permisibles 
(LMP), constituyen herramientas de gestión ambiental, que tienen por finalidad la 
prevención y control de las actividades que comprometan la salud ambiental, a 
través de la ejecución de las políticas ambientales. 
El ECA, es un indicador que se aplica en forma general a los componentes aire, 
agua y suelo del medio ambiente, midiendo la concentración de elementos, 
sustancias y otros, sobre estos sobre estos componentes en su condición de cuerpo 
receptor, de manera que pueda determinar la calidad del ambiente. 
Estas medidas sirven para determinar el nivel adecuado de sustancias y elementos, 
que de manera adecuada o aceptable se apliquen en la sociedad, es por ello que 
su finalidad es el establecimiento de políticas ambientales. 
Si bien es cierto, el uso de este instrumento no es exigible legalmente, sin embargo, 
si las emisiones superan los parámetros establecidos en los ECA, las autoridades 
ambientales nacionales, regionales y locales competentes realizaran las 
investigaciones correspondientes, que den a conocer el origen de esta superación, 
tomando acciones correctivas. 
El LMP, mide la concentración de elementos o sustancias físicas, químicas y/o 
biológicas en una emisión o efluente en los componentes agua, aire y suelo; esta a 




cumplimiento es exigible, ya que establece un límite, que, al verse superada, 
representa un grave riesgo en la salud ambiental y de la población. 
El LMP, es exigible legalmente, por lo tanto, las actividades como la minería, 
transportes y comunicación, construcción y saneamiento, entre otros, no deben 
superar estos límites permisibles establecidos. 
Andaluz (2013), refiere que los LMP, en la gestión ambiental, sirven para la 
fiscalizar y controlar las actividades de los sujetos particulares y del Estado, que 
realicen emisiones a los componentes del medio ambiente, con la finalidad de 
verificar los parámetros necesarios para el desarrollo normal de la salud y del 
ambiente. El resultado que supere estos límites, son sancionados administrativa, 
civil y penalmente. 
El SINEFA, conformado por el Ministerio del Ambiente (MINAM), el Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA ente rector), y las Entidades de 
Fiscalización Ambiental (EFA) a nivel nacional, regional y local, tienen por finalidad 
tutelar el correcto cumplimiento de las políticas ambientales a nivel nacional, en el 
desarrollo de actividades productivas económicas por parte de las personas 
naturales, jurídicas y del Estado; supervisando y garantizando las funciones de 
evaluación, supervisión, control y sanción a cargo de las diferentes entidades del 
Estado con competencias asignadas en materia ambiental, de conformidad a la 
legislación ambiental nacional y las políticas ambientales. 
Las Entidades de Fiscalización Ambiental (en adelante EFA) son entidades del 
Estado a nivel Nacional, Regional y Local, con facultades y competencias 
transferidas en materia de supervisión, fiscalización, control y potestad 
sancionadora; ejercen estas funciones con independencia funcional de la OEFA. 
En materia de la MAPE, la EFA correspondiente son los Gobiernos Regionales, a 
través de la DREM y la Dirección General de Minería del Ministerio de Energía y 
Minas. 
El Art. 142.2 de la LGA, prescribe que el daño ambiental, viene a ser toda afectación 




esta actividad puede ser realizada causando una contravención o no a las normas 
ambientales 
“Con respecto al ambiente, se hace un daño a través de un impacto negativo 
potencial para el ambiente, que de no realizar actos restitución, por parte de actores 
sociales que interactúan en una sociedad, se puedan generar otras reacciones por 
otros, no estaremos ante un conflicto del ambiente”. Walter (2009). 
El impacto ambiental tiene como acepción, a un golpe, choque o encuentro sobre 
el ambiente, pudiendo ser esta acción un efecto positivo o negativo que se realiza 
como producto de una conducta humana o de propia de medio natural. 
Enfocándonos a las conductas humanas que se producen sobre el medio ambiente 
se debe evaluar los efectos positivos sobre los efectos negativos, con la finalidad 
de poder precisar si es posible realizar un proyecto que genere una actividad 
económica.  
Menciona Becerra (2013) que este delimita su concepto de forma injustica ya que 
se asocia a la circunstancia en la cual una actividad realizada por el hombre entra 
en contacto con el medio ambiente, que generaría un efecto sobre este que se 
pretende prevenir. 
La globalización económica nos hace reconocer que vivimos en un mundo 
interdependiente ambientalmente, donde las actividades económicas que involucra 
la explotación de recursos naturales, durante las etapas de extracción, tratamiento 
y beneficio de los recursos extraídos, provocan impactos ambientales. Causando 
de esta manera el deterioro del ambiente y de los individuos con quienes 
compartimos el mismo planeta. Valdez (2012). 
La explotación de los recursos naturales en las actividades extractivas realizadas 
por el hombre exige una mayor cantidad de recursos, así como de su capacidad, y 
el impacto que se imponen sobre los mecanismos de auto regeneración, con la cual 
se deduce una desigualdad que supera su normal recuperación natural del 
ambiente afectado, por lo cual resulta un aprovechamiento desmedido de los 




Respecto al daño ambiental, para Becerra (2015), es toda afectación que puede 
producirse de manera repentina o se puede provocar a través un incremento 
inesperado y significativo, cuando supere los niveles de afectación establecidos por 
las normas específicas, que permitan evaluar la Declaratoria de Emergencia 
Ambiental como daño leve cuando es mínimo, daño moderado cuando el daño es 
impórtate sin llegar a ser significativo y daño significativo cuando constituye una 
grave amenaza a la vida, la salud, el medio ambiente, necesitando la pronta 
actuación con la finalidad de controlar, recuperar y mitigar las condiciones 
ambientales. 
Pérez, J (2017) refiere que, para establecer el daño ambiental, se debe determinar 
la forma de detrimento de los componentes ambientales y las condiciones de la 
naturaleza. El mayor menoscabo que se genera sobre el medio ambiente es a 
través de la contaminación. 
La profesora Becerra (2013) menciona: “Los delitos ambientales son delitos de tipo 
social, ya que afecta a la plataforma donde se desarrolla la existencia social; es de 
tipo económico por que va a transgredir a través de la explotación contra los 
recursos que son indispensables como actividad productiva; y es cultural puesto 
que perjudica las diferentes formas de vida natural, originadas por la depredación 
y degradación de ecosistemas que relacionan al hombre con el medio que le rodea. 
Esto es entonces que lo que se vulnera con las conductas que atentan al medio 
ambiente es el soporte sobre el cual el hombre se desarrolla y realiza sus 
actividades sociales, económicas y culturales”. 
“El Código Penal prevé como delitos a las acciones y omisiones culposas o dolosas 
que resulten con la sancionados penalmente, por la afectación del ordenamiento 
jurídico. En los delitos ambientales, la conducta indicada en la norma penal 
contraria al ordenamiento jurídico garantiza al ambiente como bien jurídico, toda 
vez que con esta conducta cause o se pueda causar un perjuicio, alteración o daño 
grave al ambiente, sus componentes o los procesos ecológicos. En este contexto, 
para la investigación de delitos ambientales, se requiere de la autoridad 





Actualmente los delitos ambientales expresados en el Título XIII del Código Penal 
Peruano, se encuentran estas conductas agrupadas en delitos de contaminación, 
delitos contra los recursos naturales y responsabilidad de los funcionarios y de 
representantes legales. La Sociedad Peruana de Derecho Ambiental (2009) señala 
que las normas legales impuestas por el Estado son fundamentales para lograr 
equilibrar las actividades del hombre y su interacción con el medio ambiente, 
además de otras medidas necesarias como la suspensión inmediata de la conducta 
contaminante, extractiva o depredadora, u otras medidas cautelares. 
Ante la importancia que ha ido tomando la tutela del medio ambiente, el derecho 
penal no ha quedado fuera de su influencia en la estructura del ordenamiento 
jurídico, ya que la comisión de actos ilícitos que contravengan el medioambiente se 
ha constituido como una categoría antijurídica estableciéndose como delito. La 
protección y tutela de los intereses vitales en el medio ambiente son en general los 
bienes y recursos naturales en su totalidad, pudiendo ser los elementos bióticos y 
abióticos insustituibles, que deben ser distinguidos del régimen de protección de 
otros intereses fundamentales, productos o bienes y obras creadas por la actividad 
del hombre, que son en general sustituible. Becerra, (2013). 
Tal como afirma el profesor Kierszenbaum, (2009) “los bienes jurídicos 
reconocidos, es un estado que es de provecho para el ciudadano en su desarrollo, 
dentro de un marco de un sistema social estructurado y para el funcionamiento y 
desarrollo del propio sistema”. En ese sentido, la tutela del medio ambiente permite 
no solo preservar el ambiente como el lugar donde se desarrollan los seres bióticos 
y abióticos, donde interactúan con los componentes aire, agua y suelo; sino que va 
más allá, ya que sobre este medio, se desarrollan diversas actividades que el 
hombre realiza al interactuar entre si y la colectividad, el uso de lo existente sobre 
este medio a través de la explotación de sus recursos, lo que significa que sobre el 
medio ambiente se desarrollan los diferentes derechos fundamentales de las 
personas como es el derecho a la vida, a la salud, al patrimonio, entre otros. 
A esto, Becerra, (2013) afirma que el medio ambiente es un nuevo bien jurídico 
protegido por el derecho penal, que se desarrolla bajo propia entidad y autonomía 




histórico, que se diferencia de la salud pública, la seguridad pública y del orden 
socio económico, por lo que es imprescindible desarrollar y explicar un concepto 
que pueda definir de manera exacta para delimitar su ámbito de protección. La 
protección del medio ambiente como bien jurídico protegido, hace alusión a todos 
los recursos naturales, regulando de esta forma los diferentes aspectos 
medioambientales y los sistemas ecológicos, constituyendo así un interés difuso de 
entera colectividad. Así también, agrega que la normativa actual se motiva por la 
razón que versan en torno al miedo probado a los visibles daños ocasionados en el 
medio ambiente, como resultado de la imbatible revolución industrial en la 
actualidad, ya que anteriormente no existía un menoscabo al medio ambiente, 
como actualmente se registran exorbitantes niveles, motivando a muchos de los 
legisladores a denominarlo delito ecológico. 
“El derecho penal es un instrumento legal que protege el medio ambiente, 
participando de forma auxiliar a las acciones de prevención administrativa, 
careciendo por si solo de accionar como un instrumento de protección eficaz con 
relación a las conductas que causan un efecto negativo para el entorno en general 
y de la misma manera al interés colectivo; entonces, el derecho penal ante las 
disposiciones normativas no es el único recurso normativo para la corrección y 
recuperación de las conductas infractoras al medio ambiente. Sin embargo, es de 
aplicación como instrumento de mayor gravedad, ya que se aplican sanciones 
penales como ultima ratio en aquellas conductas en las que la tutela la normativa 
administrativa no puedan ofrecer”. Becerra, (2013). 
“El medio ambiente como bien jurídico protegido, se compone como la atmósfera 
natural y el ecosistema sobre el cual se desarrolla el hábitat del ser humano y el de 
la colectividad, debiendo estar viene a ser el Medio Ambiente, como atmósfera 
natural y hábitat del ser humano y otros seres humanos que deben carecer de 
cualquier sustancia que genere una grave alteración al desarrollo normal de las 
cosas como en el suelo, el subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o 
subterráneas”. Peña Cabrera (2010). 
En lo referente a los delitos que vulneran el medio ambiente, para el cumplimiento 




administrativa, quien a través del desarrollo de sus funciones como supervisor y 
fiscalizador en la materia correspondiente, a través de la emisión de un informe 
fundamentado, determinara la desobediencia administrativa en la que el sujeto 
activo incurrió, por lo cual trasciende al ámbito penal, estas normas las califica como 
delitos penales en blanco, y esto se debe a la existencia de las normas 
extrapenales, que se desarrollan en materia ambiental. 
Esto puede traducirse como el incumplimiento o contravención de las normas 
administrativas, configuran la conducta jurídicamente reprochable. Esto se puede 
ver en el delito de contaminación (Art. 304 del Código Penal), que la conducta típica, 
se configura por la “contravención a las leyes, reglamentos o límites máximos 
permisibles”, del cual la verificación de la acción u omisión requiere de la 
verificación de la norma reglamentaria. 
El bien jurídico protegido en los delitos de contaminación (minería ilegal) es el 
medio ambiente natural, la calidad ambiental o salud ambiental reflejados en la 
tutela de los componentes aire, agua, suelo, flora fauna, recursos naturales, 
debiendo prevenir el riesgo que genere el desequilibrio ambiental natural existente, 
a través del daño a la salud tanto del medio ambiente como del ser humano, pro 
realizar actividades sin la debida autorización por parte de las instituciones 
administrativas. 
El delito de minería ilegal, es una figura ligeramente nueva, ya que se incorpora al 
código penal a través del Decreto Legislativo N° 1102, publicado el 29 de febrero 
del 2012, esto a razón del auge y la alta valorización de los productos minerales a 
nivel internacional  
El delito de minería ilegal (Art. 307A del Código Penal), requiere para la 
configuración del tipo penal, que el sujeto activo, en este caso el minero informal o 
ilegal, realice la actividad minera de “exploración, extracción, explotación u otro acto 
similar”, esto es realizar la a través del uso de herramientas manuales, técnicas o 
de tecnológicas tecnificadas, el uso de maquinarias como retroexcavadoras, 
dragas, chancadoras u otras donde se pueda extraer del suelo o subsuelo “recursos 
minerales metálicos y no metálicos” material mineral“ material mineral que por sus 




contar con la autorización de la entidad administrativa competente”, del cual, esta 
información deberá ser vertida por la autoridad administrativa competente; y “que 
cause o que pueda causar un daño, perjuicio o alteración al ambiente y sus 
componentes, la calidad ambiental o la salud del ambiente”, esto dependerá del su 
consumación típica, donde podrá ser de peligro, esto, ante la probabilidad o 
amenaza de un daño o menoscabo en el medio ambiente, o de resultado, toda vez 
que ya causo un efecto o detrimento en el ambiente como ecosistema y sus 
componentes aire, agua y suelo, a través de una disminución de los estándares 
ambientales en perjuicio de la salud del ambiente y de la población 
Sin embargo, a través del Decreto Legislativo N° 1351, se exime de responsabilidad 
penal, al minero informal que desarrolla actividades mineras encontrándose en el 
REINFO en decir bajo una norma formalmente valida, no obstante, esta actividad 
desarrollada bajo la denominación de “en vías de formalización” vienen 
incumpliendo con los requisitos administrativos ambientales causando un perjuicio 
grave al medio ambiente, por lo tanto esta norma no puede exonerar su 






3.1. Tipo y diseño de investigación 
El enfoque cualitativo en una investigación identifica y busca desarrollar una 
investigacion de tipo naturalista, fenomenológica, interpretativa o etnográfica; para 
el desarrollo de esta, es necesario la búsqueda de concepciones, teorías, marcos 
interpretativos y otros tipos de estudios no cuantitativos. (Grinnell, 1997). 
La investigación cualitativa, se caracteriza por basarse de lo particular a lo general, 
originándose a partir del proceso inductivo y la lógica. Es por ello que, la primera 
tarea del investigador empieza con la identificación de los hechos, a través de la 
observación del fenómeno, el análisis de los datos, y durante el desarrollo de la 
investigación formulará una teoría de conformidad a lo analizado; es así que el 
investigador explora, describe y luego desarrolla una perspectiva teórica. Sampieri 
(2014). 
Para la investigación cualitativa, no se da mayor énfasis a la medición cuantitativa, 
ya que la finalidad de la investigación es sentar las bases a partir de la realidad e 
interpretación. Strauss & Corbin (1998) refieren que para el desarrollo de una 
investigación se debe iniciar con la búsqueda y obtención de los datos, a través de 
fuentes de datos como bibliografía, observaciones, entrevistas, documentos, 
archivos digitales y otros. Este proceso será ejecutado de manera ordenada y 
concatenada por el investigador, ya que la obtención de los datos estará destinado 
a su organización e interpretación.  
Para la presente investigación, el enfoque desarrollado es cualitativo, ya que hemos 
identificado un problema de la realidad social como es el daño al medio ambiente 
como un derecho fundamental, por la ampliación de plazos en el proceso de 
formalización minera. Cifuentes (2014) refiere que, para el desarrollo de esta 
investigación a través de la aplicación de la entrevista se puede obtener información 
sobre las experiencias, vivencias, campo laboral de los participantes, que servirán 
de sustento para contrastar los supuestos establecidos, a través de los resultados 
obtenidos por las entrevistas, sobre el contexto fáctico social a investigar que 




Siendo esto así, nuestra presente investigación reviste las condiciones de una 
investigación cualitativa, puesto que se estudió una problemática a nivel socio 
jurídico, donde se busca analizar como la política de plazos en el proceso de 
formalización minera influye en el daño ambiental, en el departamento de 
Ayacucho.  
Con respecto al tipo de investigación es básica, esto es tal como señala Carruitero 
(2014), que está concuerda con una orientación para comprender el fenómeno 
social y tiene como sustento otra indagación; siendo que, con esta base conceptual, 
puede precisarse el uso de la investigación básica con motivo de que los datos 
conceptuales ya existían, y raíz de ellos se determinó una teoría jurídica que 
resuelva el problema propuesto en nuestra investigación.   
El diseño de investigación, se relaciona tomando como diseño la Teoría 
Fundamentada, pues esta teoría según Bonilla & López (2016) precisan que el 
diseño cuenta con un procedimiento metódico de dos planes; el método de 
comparación continuo y el muestreo teórico. Con la comparación continua el 
investigador recoge, clasifica y evalúa la información de forma simultánea, en 
cambio con el muestreo teórico se averiguan las propiedades o cualidades de una 
categoría, al igual que se comprueban las similitudes y diferenciaciones de esas 
propiedades y se proponen vinculaciones entre aquellas para concebir una teoría. 
El nivel de investigación es descriptivo; al respecto Niño (2011), nos establece que 
una investigación es descriptiva, pues describe, en forma precisa el entorno; por el 
cual se encuentra el objeto producto de la investigación; describiendo de manera 
asertiva las categorías, o en su defecto precisa como se relacionan entre ellos, con 
el objetivo de contrastar una hipótesis, ante dicha conceptualización. En la presente 
investigación se especificó la situación actual de la formalización minera y como 
este actúa causando un impacto al medio ambiente, concluyendo con una hipótesis.  
Para el desarrollo de la fundamentación argumentativa, los conceptos y las bases 
teóricas que se encuentran citados en el marco teórico de la presente investigación 
son el soporte que nos ayudará a establecer las proposiciones con base en el 




problema planteado, y que será contrastada con el objetivo trazado. Aranzamendi 
(2010).  
En ese sentido, en el marco teórico se ha desarrollado definiciones conceptuales y 
operaciones del cual se obtuvieron las categorías, subcategorías e indicadores 
además de la información que resulta necesaria para el contraste en la discusión 
de resultados que es desarrollada en la presente investigación. En ese sentido, se 
aprecia la estrecha relación entre el derecho y la sociedad, que no es ajena al 
conocimiento científico por ser un fenómeno social, que genera debates útiles en el 
campo del derecho, para el establecimiento de teorías jurídicas útiles en la 
sociedad. Ghersi (2007).  
3.2. Categorías, Subcategorías y Matriz de Categorización 
La categoría es un elemento dentro de una investigación, que ayudara a categorizar 
información del mismo nivel, validándolo mediante los resultados de los datos 
utilizados y obtenidos durante el proceso. Ahora también se define a la 
subcategoría, como lo precisa su nombre, como un elemento que nace de la misma 
categoría, permitiendo detallar las características o cualidades específicas de la 
categoría, que por lo tanto se relacionan directamente con esta. Teran (2020). 
Por ello es una investigación de naturaleza cualitativa, se encuentran las 
categorías, las que cumplen una función similar de las variables. En esa idea, en 
nuestra investigación se estableció como primera categoría la Formalización 
Minera con sus subcategorías Proceso de Formalización Minera y la Política 
Ambiental, y como segunda Categoría Daño Ambiental con sus subcategorías 
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3.3. Escenario de Estudio 
El escenario es una descripción parcial de una actitud o acción en la aplicación, 
dentro de en un momento específico SEDICI (2014). El escenario de estudio fue el 
departamento de Ayacucho donde se suscita la problemática, así también estuvo 
establecido por el espacio físico donde se encuentran las instalaciones de las 
autoridades competentes en la presente investigación, del cual las entrevistas 
fueron remitidas de manera virtual debido a la situación de pandemia por la 
propagación de COVID-19, del que a nivel mundial estamos atravesando. Es 
necesario mencionar que las entrevistas fueron realizadas a personas idóneas 
abogados especialistas en materia ambiental y profesionales de ingenieros 
trabajadores de la DREM GORE Ayacucho. 
El presente estudio se realizó en el Departamento de Ayacucho, donde tiene 
jurisdicción la DREM GORE Ayacucho con su sede en la ciudad de Huamanga – 
Ayacucho, y la jurisdicción de las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental de 
Ayacucho y Lucanas (FEMA) con su sede en la ciudad de Huamanga – Ayacucho 
y Lucanas – Ayacucho respectivamente, lugares donde se realizó el trabajo de 
campo y se entrevistó a dos (02) ingenieros, tres (03) fiscales en Materia Ambiental, 
un (01) especialista en formalización minera, quienes prestaron su consentimiento 
para ser entrevistados, sin embargo las circunstancias que nos aquejan respecto a 
la pandemia, imposibilitó la grabación o filmación; es por ello que, se obtuvo la 
información a través de medios informáticos, solicitando el llenado de la entrevista 
y el permiso de impresión de su firma en digital. 
3.4. Participantes 
Se refiere que, en las investigaciones de carácter cualitativas, donde no hay 
referencia a un muestreo de carácter aleatorio, ni una representación estadística. 
Donde se observará, una realidad o escenario, dando a conocer lo que tienen que 
decir sus actores sociales, siendo estos informantes los que representan la realidad 
estudiada. Taylor (2011). 
Es así que en la presente investigación se consideró como participantes y fuentes 




(01) abogado de la FEMA sede Puquio – Ayacucho, dos (02) ingenieros 
profesionales de la DREM GORE Ayacucho, así también, de un (01) especialista 
en formalización minera por haber laborado en la DGFM. 
Los participantes fueron elegidos por contar con las cualidades necesarias 
relacionadas con el tema de la presente investigación, además de cumplir con 
requisitos para poder lograr responder y recabar información sobre la formalización 
minera y el daño ambiental, los datos recibidos fueron de gran importancia para el 
desarrollo de la investigación. 
La participación de los seis (06) entrevistados, aportaron datos necesarios para el 
desarrollo de presente investigación, por la información, hechos, vivencias y 
experiencias en su campo laboral, permitiendo desarrollar e identificar 
características de la formalización minera y sobre el daño en el medio ambiente.  
Tabla 5 
Participantes entrevistados. 
N° Entrevistado Descripción 
01 Abog. Alfredo Quintana 
Moscoso 
Fiscal Provincial de la Fiscalía 
Especializada en Materia Ambiental 
- Ayacucho 
02 Abog. Iris Ayala Morales Fiscal Adjunto Provincial de la 
Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental - Ayacucho 
03 Abog. Henry Joel Diburga 
Inga 
Fiscal Adjunto Provincial de la 
Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental - Puquio 
04 Ing. Jhonnathan Elder Ávila 
Gutarra 
Ingeniero Forestal Ambiental – 





05 Ing. Efraín Arone Arana Ingeniero de Minas – Dirección 
Regional de Energía y Minas 
Ayacucho 
06 Vicente Félix Luna Vargas Negociador Social Senior Shahuido 
SAC / Anterior Coordinador de 
Relaciones Comunitarias de la 
Dirección General de Formalización 
Minera DGFM -MINEM 
Fuente: Elaboración propia. 
3.5. Técnicas e Instrumentos de Recolección de Datos 
La investigación cualitativa, parte de instrumentos de recolección de datos no 
estandarizado, es decir, no se requiere de una medición de tipo numérica, por lo 
tanto, no se requiere de un procesamiento y análisis estadístico. La recolección de 
datos se realiza a través de la obtención de opiniones, perspectivas, razones y 
formas de pensar del participante a través del conocimiento empírico en el tema, 
su experiencia y aspectos subjetivos. El análisis y descripción de los datos 
obtenidos, pueden ser percibidos a través del lenguaje verbal y visual, que va 
creando en el investigador una convicción de manera subjetiva. Todd, Nerlich y 
McKeown (2004)  
En el trabajo de investigación realizado, se empleó como técnica: la entrevista. Al 
respecto el Prof. Fidias G. Arias, señala que la entrevista, no solo es un simple 
interrogatorio, sino que es una técnica que usa la comunicación entre el 
entrevistador y el entrevistado, sobre un tema en específico, con el objetivo de que 
el entrevistador logre recibir los datos necesarios para ser procesados y discutidos 
Arias (2006). 
La técnica antes mencionada, se aplicó para obtener un resultado eficaz en los 
especialistas planteándoles interrogantes más precisas, relacionadas al problema 
general y específicos, ello con la finalidad de arribar a una hipótesis basada en 
datos ciertos. Resaltando que el instrumento aplicado fue para la recolección de 




La etapa de recolección de datos durante la investigación científica viene a ser la 
etapa más importante y por lo tanto compleja, ya que se deberán resolver los 
diversos obstáculos, puesto que depende de la triangulación y el resultado de la 
investigación, la obtención de las respuestas a los objetivos y las categorías 
planteadas, por ello se elaboró la guía de entrevista como técnica de toda 
investigación de enfoque cualitativo, para obtener los datos de los participantes.  
La elaboración de la guía de entrevista semiestructurada para los entrevistados, se 
realizó con base en los objetivos planteados con la finalidad de obtener respuestas 
a las proposiciones planteadas. Esta técnica de investigación social científica se 
basa en el comportamiento verbal de los participantes, desarrollándose a base de 
un  conjunto de preguntas semi estructuradas necesarias para lograr captar datos 
orales o escritos del contexto fáctico a través de sus experiencias  laborales vividas 
que guardan relación con el fenómeno que estudia la presente investigación, por 
contar con las características y cualidades específicas para lograr obtener 
información necesaria para la triangulación, mediante el análisis e interpretación. 
Tabla 6.-  
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Se recibió los datos necesarios y precisos, a través de los procedimientos de la 
metodología de investigación y recolección de datos de una investigación de 
enfoque cualitativo, bajo el diseño de la teoría fundamentada, la cual se refiere: que 
es una “aproximación inductiva, donde la inclusión de los datos sirve línea base del 
desarrollo de una teoría sobre un fenómeno”. Glaser (1967). 
Por ello, valiéndonos de los instrumentos como: la Guía de Entrevistas, los cuales 
fueron empleados en los participantes, para posteriormente ser analizados y 
alcanzar los fines de la investigación, siendo así, se ordenó la información 
recopilada, respecto a la entrevista y análisis del marco teórico, para realizar un 
análisis crítico de lo recibido y contrastar con todo el material teórico acopiado.   
Frente a ello se hizo la categorización dividiendo en Categorías y Subcategorías, 
respecto a la primera categoría “Formalización Minera” se tomó en cuenta como 
subcategoría el Proceso de Formalización Minera y las políticas ambientales, ya 
que estos son componentes dogmáticos necesarios para el desarrollo de la 
investigación; de la misma forma se tomó como sub categorías, los tratados 
internacionales y la protección penal, los mismos que constituyen elementos del 
medio ambiente como bien jurídico protegido.  
3.7. Rigor Científico 
El rigor científico es considerado para muchos autores como la esencia del trabajo 
científico, donde se destaca en cada proceso del mismo. Este rigor implica la 
planificación, desarrollo, análisis y evaluación de la investigación, exigiendo el 
tratamiento especial en la representación de los resultados, esta debe estar acorde 
con las demandas que contribuya al incremento de conocimientos teóricos de 
nuevos preceptos a investigar, por lo tanto, se requiere de la publicación e 
información de los resultados obtenidos en la investigación. Allende (2004). 
Con base en ello, el estudio realizado cuenta con las características necesarias 




de manera positiva a la sociedad, ya que la validez y confiabilidad de la información 
obtenida a través de un análisis minucioso lo acreditan. 
3.8. Método de Análisis de datos 
En el proceso de investigación cualitativa, la recolección y el análisis de datos se 
desarrollan paralelamente, dependiendo del tipo de investigación que se haya 
empleado, y de los fines y objetivos trazados, ya que el análisis no es estándar. 
Coleman y Urau (2005, como se citó en Hernández, 2006), refiere que la 
recolección y el análisis actúan articuladamente, permitiendo mayor flexibilidad al 
momento del procesamiento e interpretación de los datos, y durante la elaboración 
de las conclusiones. 
Hernández (2006), sugiere que, durante el proceso de análisis de datos, se 
incorporen además de las muestras, las definiciones y bases teóricas 
metodológicas, de acuerdo al desarrollo y circunstancias de la investigación.  
3.9. Aspectos Éticos 
La ética en la investigación importa mucho, puesto de esto dependerá el aporte 
natural que se realiza a la sociedad, en ello se utilizan principios éticos básicos que 
requiere, de la misma manera, la existencia de un análisis, y la selección de los 
sujetos de investigación, de manera que el diseño del estudio permita que las 
cargas y los beneficios estén compartidos en forma equitativa entre los grupos de 
sujetos de investigación, es por ello que se escogió para las entrevistas al personal 
más especializado para que con su conocimiento científico nos permita ahondar en 
el tema que nos llevó a investigar.   
Por otro lado, se respetó los lineamientos que establece nuestra prestigiosa casa 
universitaria Cesar Vallejo, en cuanto al tipo de investigación cualitativa, y al uso de 
las citas y referencias bibliográficas, basadas en las normas APA (American 
Psychological Association), las mismas que fueron revisadas por el asesor 
metodológico para su aprobación. A eso se suma, que se respetó de manera 




en referencia. Bajo estos argumentos, es que nuestra investigación tiene un 





IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
Descripción de resultados 
A continuación, se consigna los resultados obtenidos a través de la técnica 
entrevista de los participantes, tomando en cuenta lo objetivos propuestos: 
Objetivo General: 
Determinar de qué manera la política de ampliación de plazos para la 
formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de 
Ayacucho - 2020. 
Pregunta N° 01: ¿Considera Ud. que la formalización minera de los mineros 
informales, a través de la prórroga y ampliación de plazos, viene generando un 
impacto ambiental negativo? De su respuesta, explique el porqué. 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“La sola prórroga no es tema que afecte al medio ambiente, lo importante 
aquí es determinar y aplicar medidas que permitan proteger el medio 
ambiente durante y después del trámite del proceso de formalización. La 
prórroga es una medida que permite la formalización”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“Sí, porque al ampliarse el plazo para la formalización minera, se permite la 
continuación del trabajo minero de manera informal y, por ende, en su 
mayoría, de manera anti técnica, sin supervisión del personal técnico del 
DREM competente; es más los mineros ilegales e informales no cuentan con 
un IGA que delimite su impacto ambiental”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“De seguro que sí, el impacto ambiental va a existir mientras no existan los 
instrumentos de gestión ambiental y si existe postergación de los plazos para 
presentar dichos instrumentos, cada día más se advierte el daño a los 




Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“Considero que el estado da oportunidad a que la actividad minera logre 
formalizarse y que se disminuya contaminación ambiental a través de la 
fiscalización de estas actividades por parte de instituciones como las 
Direcciones Regionales y Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“Considero que los mineros informales en proceso de formalización vienen 
generando impacto ambiental desde hace mucho, sin embargo, el Estado a 
través de las normas vigentes en Formalización minera Integral, insta a 
corregir, mitigar los impactos ambientales generados en el área de sus 
actividades mineras, a fin de adecuar dichas actividades a la normativa 
ambiental vigente; a través de la presentación del IGAFOM. Asimismo, la 
formalización minera de los mineros informales tiene un plazo establecido 
por norma vigente, la cual no tiene prórroga o ampliación de plazo (fecha en 
que culmina el proceso de formalización minera 31/12/2021)”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Definitivamente sí, porque con las ampliaciones “excepcionales” 
convertidas en periódicas permanentes desde el año 2017, tanto para el 
ingreso y permanencia en el REINFO, se ha dado pie a que no se cumplan 
los requisitos simplificados, de un lado. Del otro, porque respecto de las 
concesiones mineras, cuyos titulares no está dispuestos a suscribir contratos 
de explotación por más que la labor en vías de formalización, haya 
diligenciado y aprobado los demás requisitos, genera un clima de mayor 
crecimiento de los conglomerados donde se tolera no solo la permanencia 
en la informalidad, sino que también se suma la ilegalidad. Un tercer nivel de 
análisis y de ausencia –por diferentes razones, entre otras de orden logístico- 
de la administración sectorial, imposibilitada de cumplir sus tareas en áreas 
geográficas agrestes y alejadas, así como extensas, son causa de que los 
conductores de estas labores no reciban asistencia de funcionarios 




grupos que forman parte de cadenas de poder económico relacionado con 
acopiadores de plantas procesadoras (legales e ilegales). Este modo de 
proceder, y de arriesgar a ganar lo invertido nada más que confiando en las 
leyes minerales obtenidas en un inicio, hacen que se depreden zonas e 
impacten ecosistemas solo con el afán de la obtención de la renta. No hay 
estándares que se respeten y los grupos de mineros formalizados en áreas 
compartidas o vecinas con los informales permanentes, no pueden 
diferenciar sus actividades si es que han buscado cumplir con operaciones 
mineras de MAPE que respetan el medio ambiente. Por cierto, esto varía en 
cada zona y modalidad de explotación, como en cada región geográfica del 
país donde se hace actividad minera artesanal y a pequeña escala; y, sobre 
todo, si se hace beneficio del mineral obtenido en la misma área de 
extracción”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021) y Luna (2021), precisan 
que, en sí, el proceso de formalización minera genera un impacto negativo en el 
ambiente, ya que los mineros informales realizan las actividades de extracción y 
explotación de minerales sin contar con la debida autorización de inicio y reinicio 
de actividades, es decir, sin haber cumplido con los requisitos establecidos 
administrativos y ambientales como es el IGAFOM. A esto se agrega que, ante el 
incumplimiento de estos requisitos, el Estado amplía o prorroga permanentemente 
los plazos para el ingreso, permanencia en el REINFO y la presentación del 
IGAFOM, mientras tanto, los sujetos a formalizar continúan realizando actividades 






Pregunta N° 02: ¿Cuál es su opinión, respecto a la exención de responsabilidad 
penal, de mineros en proceso de formalización (además de la prórroga y ampliación 
de plazos para su formalización), que desarrollan actividades de exploración, 
extracción, explotación y otros similares? 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“Considero que la exención de responsabilidad penal es posible solo por las 
causales establecidas en el Código Penal, la exención de responsabilidad 
generada por normas extra penales no es correcto, toda vez que la 
afectación al medioambiente, considerado como conducta delictiva, no 
puede estar amparada por situaciones administrativas de formalización, ya 
que los daños y materialización de la conducta se tipifican al margen de los 
procedimientos administrativos”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“El hecho de permitir legalmente, es decir amparada en un dispositivo legal, 
que la actividad minera ilegal e informal no puede ser materia de sanción 
penal, contradice con lo que el Estado debe proteger; esto es, va en contra 
de la protección real de los recursos naturales, de los componentes 
ambientales (agua, suelo, etc), pues es sabido que la minería ilegal, al ser 
antitécnica atenta y perjudica al medio ambiente, más allá de que estén o no 
en proceso de formalización”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“Simplemente fue la salida más fácil para dar solución a la presión de 
muchos mineros informales, ya que se habían instalado en el territorio patrio, 
porque no se tuvo políticas ambientales en su momento o en su defecto no 
se dieron cumplimiento”. 
Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“Considero que las faltas graves deben ser penadas por parte de las 




Gran Minería, Mediana Minería, Pequeño Productor Minero o Mineros 
Artesanos”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“La responsabilidad penal, considero que se aplica a los mineros ilegales y 
más no a los mineros informales en proceso de formalización y que estén 
desarrollando actividades de exploración, explotación y beneficio de 
minerales”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Creo que debieran establecerse plazos perentorios, y que la permanencia 
“en vías de formalización” no debiera se excusa para tolerar ilícitos por la 
comisión de delitos ambientales, comenzando por los titulares de la labor, y 
no exclusivamente de quienes sean colaboradores”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021) y Luna (2021), precisan 
que no es correcta la aplicación de la exención de responsabilidad penal a los 
mineros en proceso de formalización o mineros informales, amparándose en una 
norma extra penal o administrativa, ya que el integrar el proceso de formalización, 
no exime del daño o impacto negativo que se genera en el medio ambiente, durante 
las actividades extractivas que realizan incumpliendo en presentar los requisitos 
administrativos y ambientales en los plazos establecidos, generando contaminación 
y degradando el medio ambiente; por lo tanto, a través de esta medida de exención 
de responsabilidad en los sujetos en vías de formalización, se vulnera el medio 
ambiente como bien jurídico protegido, pues transgrede la salud ambiental y de la 
población, más aún si el plazo no tiene un límite perentorio, ya que ampliándose el 
proceso de formalización, también se amplía la permanencia del minero informal, y 





Objetivo Específico N° 1: 
Analizar de qué manera el proceso de formalización de la minería informal 
influye en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho - 2020. 
Pregunta N° 03: ¿Cree Ud. que las actividades mineras, que se llevan a cabo 
durante el proceso de formalización minera, aun cuando se prorrogan y se amplían 
los plazos para su formalización, causan daños en el medio ambiente? De su 
respuesta, explique el porqué. 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“Una actividad económica que no cuente con un instrumento de gestión 
ambiental como la actividad minera dentro de las primeras etapas del 
proceso de formalización, estamos seguros de que si genera daño al 
ambiente y sus componentes o por los menos genera un daño potencial”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“Claro que sí; el proceso de formalización de la actividad minera (para la 
obtención de permisos de la autoridad competente), es un tema muy distinto 
al impacto ambiental generado con la actividad minera ilegal; en vista que 
los mineros ilegales, pese a encontrarse en proceso de formalización, 
continúan realizando actividades mineras sin supervisión”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“Por supuesto que sí, toda actividad humana genera un impacto ambiental y 
lo dice la Ley General del Ambiente, lo que sucede es que aún no se cuentan 
con los mecanismos específicos en su totalidad para cuantificar los daños, 
siendo estos advertidos tan solo cualitativamente”. 
Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“La informalidad en el sector minero es la principal causante de daños 




mismos que a su vez son la principal razón para dar origen a los problemas 
socio ambientales”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“Las actividades mineras si causan impactos ambientales al medio ambiente, 
por el mismo hecho de habilitar bocaminas, desmonteras, instalaciones, etc., 
los cuales generan cambios en el medio ambiente (medio físico, biológico, 
socioeconómico)”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Depende mucho de la conducción y de la responsabilidad, sea que se trate 
de personas naturales o bajo la modalidad de persona jurídica. Tendría que 
haber permanecido más en el tiempo en Lucanas y Parinacochas para dar 
una opinión más consistente. Lo que sí puedo decir es que un crecimiento 
sin concierto y desordenado es capaz de causar graves impactos 
ambientales, más aún cuando se rivaliza entre personas, o grupos, por áreas 
mineralizadas”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), precisan que, el desarrollar una actividad minera causa un 
impacto negativo en el medio ambiente, más aun si proviene de las actividades 
informales, ya que para el desarrollo de esta actividad extractiva se aperturan 
espacios habilitándose instalaciones para la permanencia de los extractores, áreas 
destinadas al mantenimiento de maquinarias y herramientas, y así también para la 
eliminación de residuos. Lo descrito atiende a que, los mineros ilegales y los que 
se encuentran en el proceso de formalización minera, realizan actividades sin el 
respectivo IGA), por lo tanto, no tienen identificado los lugares donde recaen los 






Pregunta N° 04: ¿Considera Ud. que es más importante, la ampliación de los 
plazos para la formalización minera o la aplicación de sanciones a los que 
incumplen los plazos establecidos? 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“En principio toda actividad informal genera impactos negativos, con mayor 
razón las actividades mineras informales debido a que no están sujetos a 
control de parte de las entidades de fiscalización ambiental competente, la 
necesidad de elevar los niveles de ganancias genera una motivación 
especial de aprovechar al máximo el tiempo que se tiene sin importar los 
impactos que se genera al ambiente. Eso genera un mayor daño ambiental, 
más aún, que estos operadores saben que se encuentran exentos de 
responsabilidad no solo administrativa sino también exentos de 
responsabilidad penal”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“No solo es importante la sanción ante el incumplimiento de plazos, sino que 
se debería abordar el tema de formalización de la mano con la supervisión 
ambiental por parte de las entidades que representan al Estado”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“Primero generan un impacto perdiendo ser este en el suelo como el agua, 
flora, fauna debido a que no siguen los lineamientos necesarios para mitigar 
los impactos. Toda norma administrativa infringida respecto a una 
autorización deviene consecuentemente de un impacto negativo, es por ello 
que se requiere de una autorización, sino pues, no se pediría autorización”. 
Entrevistado 4:  Avila (2021), sostiene que: 
“Considero que la ampliación de plazos está haciendo que este proceso 
pierda seriedad, debe darse una fecha límite para concluir este proceso y no 
ampliarlo más”. 




“Ambos procedimientos son importantes, con la ampliación de plazos se 
espera tener un mayor número de mineros informales formalizados y que 
nadie quede fuera de este proceso; y la aplicación de sanciones sería el 
retiro del minero informal del Registro Integral pasando a ser un minero 
ilegal”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Lo que no debe suceder es que ambas opciones se apañen o se 
autoexcluyan. Solo se debe autorizar ampliación de plazos cuando el titular 
de la labor minera lo sustenta y justifica, generalizar estas medidas quita 
seriedad a cualquier proceso y política de formalización. Si es tan ostensible 
la evidencia de que se debiera sancionar, algo más debe de estar fallando 
para no proceder en consecuencia. Aquí entran otras variables que ponen 
en tela de juicio la autoridad que ejercen otras agencias estatales en el 
cumplimiento ya no de la rectoría de las normas del sector, cuando sí de la 
vigilancia y fiscalización. También pone en cuestión, sobre todo en términos 
de cuestión aquellas concesiones abandonadas o donde el titular no acepta 
la presencia de mineros, independientemente de que existan titulares de los 
terrenos superficiales que hace o no hacen minería. Todo esto complica el 
cumplimiento de plazos”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), precisan que es más importante adoptar una sanción tanto 
administrativa como penal, ya que el desarrollo de estas actividades mineras 
genera un impacto ambiental negativo, sin embargo, estos sujetos a formalizar 
tienen conocimiento sobre la exención de su responsabilidad penal y administrativa 
por encontrarse en el REINFO, por ello, continúan con sus actividades mineras sin 
la debida supervisión de las entidades del Estado, más aun cuando se amplían 




Objetivo Específico N° 2: 
Analizar de qué manera las políticas ambientales en materia de formalización 
minera, influyen en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho - 
2020. 
Pregunta N° 05: ¿Considera Ud. que la normatividad ambiental, está siendo 
aplicada por los organismos públicos competentes (DREM, MP, PNP, otros), 
respecto a la supervisión y fiscalización, así como la capacitación a los mineros en 
proceso de formalización, durante la prórroga y ampliación de plazos para su 
formalización, con la finalidad de evitar daños en el medio ambiente? De su 
respuesta explique el porqué. 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“Existe una incongruencia entre las políticas, el marco legal y las acciones 
de las autoridades competentes, ya sea por falta de conocimientos y 
capacidades y también porque no decirlo, se debe en parte al elevado nivel 
de corrupción, esto hace que nuestras autoridades como la DREM, MP, 
PNP, se encuentran limitados en su actuación de protección y conservación 
del ambiente y sus componentes.”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“Desde el punto de vista legal, considero que las prórrogas en el proceso de 
formalización minera, ha relativizado el trabajo de la MP, pues mientras se 
encuentren vigentes tenemos las manos atadas en un caso de actividad 
minera”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“El proceso de formalización es netamente una normatividad administrativa 
que no tiene nada que ver con el derecho penal, si bien es cierto, el delito de 
minería ilegal requiere de una norma administrativa para configurar su 




aquí la norma administrativa existe y su cumplimiento no se debe confundir 
con ampliaciones de plazo u otros que favorecen a su no cumplimiento”. 
Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“Soy parte de la Dirección Regional de Energía y Minas y pese a los escasos 
recursos que son asignados se realiza la difusión de todos los aspectos 
normativos a favor de los usuarios mineros realizando actividades de 
capacitaciones virtuales atenciones al público, apoyo técnico y visitas a las 
diferentes concesiones mineras de la región identificando las desviaciones 
que tienen en su actividad”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“La entidad competente para la supervisión y fiscalización de la pequeña 
minería y minería artesanal en temas ambientales es la Dirección Regional 
de Energía y Minas del Gobierno Regional en la jurisdicción respectiva, 
conforme a la normativa vigente; así como la capacitación a los mineros en 
proceso de formalización, en temas sobre el cuidado del medio ambiente, 
elaboración del IGAFOM”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Lo cierto es que la situación se ha agravado para todos por la pandemia del 
Covid19, sumada la inestabilidad política y sus repercusiones en las 
responsabilidades administrativas bien entendidas: formulación de políticas 
y planificación de orientación y asistencia técnica, identificación del universo 
desde una línea de base y las tareas fiscalización. Se han encumbrado 
dirigencias que saben de las falencias, pero que no dejan de usar ese 
conocimiento para dilatar procesos con vínculos políticos parlamentarios y a 
nivel de poderes distritales, provinciales y regionales, cuando no ostentando 
directamente estas responsabilidades en beneficio propio y de grupo. De otro 
lado, la descentralización de funciones no ha tenido un correlato en la 
dotación de autonomía de movimiento, de incremento de la logística, ni de 




funciones administrativas correspondientes, debido a su alta rotación y tipo 
de contratos (recibos por honorarios) que desincentivan el compromiso ante 
las inseguridades y riesgos que se corren para supervisar el cumplimiento 
de compromisos ambientales de la MAPE en formalización, al punto que hay 
zonas donde no se distingue entre informales e ilegales”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), afirman que efectivamente existe una debilidad en el 
cumplimiento de las funciones de las diferentes instituciones del Estado, por lo tanto 
no se cumple las acciones de fiscalización, supervisión, control y sanción de 
conformidad a lo establecido en la normativa ambiental, sin embargo, esto se 
debería a la aplicación de forma contradictoria de las normas que limitan las 
acciones de las instituciones del Estado; las prórrogas y ampliaciones para la 
formalización minera; y la exención de la responsabilidad penal de los mineros 
informales que se encuentran en el REINFO, esto significa que el daño que se 





Pregunta N° 06: ¿Cree Ud. que las estrategias establecidas en materia ambiental, 
tienen un impacto positivo en el desarrollo sostenible en las actividades mineras, 
sin causar daños al medio ambiente? 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“Me remito a mi respuesta anterior, las medidas no son efectivas debido a la 
falta de voluntad de ejecución de las mismas, las estrategias en materia 
ambiental existentes no garantizan una adecuada protección al medio 
ambiente y sus componentes”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“Si las estrategias de cuidado al ambiente no son aplicadas de manera 
objetiva por los administrados y no son supervisadas y fiscalizadas por la 
entidad competente, no ayuda para la protección real del ambiente”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“Ningún acto de extracción del mineral va a generar un impacto ambiental 
positivo lo que la normal mixta activa busca a través de la formalización 
minera es mitigar el impacto, pero no positivos sino negativo”. 
Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“Considero que toda actividad humana causa impactos ya sean estas 
positivas y negativas, lo importante en este tema debería cumplirse lo 
establecido en los compromisos ambientales que toda actividad adquiere a 
través de los instrumentos de gestión presentados y aprobados en el sector 
minero”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“Las estrategias establecidas por el Gobierno Central y sus respetivos 
Ministerios en materia ambiental, considero que son importantes para 




negativos generados en el área donde el minero informal declare que ha 
desarrollado y viene desarrollando actividad minera”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“Si hablamos de minería artesanal a pequeña escala, el hecho de que se 
establezca un proceso extraordinario, y a la inversa del tracto que sigue todo 
proceso ordinario en minería, ya es un problema. El actual compromiso 
ambiental que se grafica en el IGAFOM, en sus dos aspectos Correctivo y 
Preventivo, no es riguroso y resulta siendo bastante permisivo. La 
responsabilidad que implica la Mitigación de pasivos ambientales casi no 
existe como exigencia palmaria para este sector. Muchos instrumentos de 
gestión ambiental se aprueban sin que existan reales instalaciones 
pertinentes a una labor minera del tamaño que esta sea, y, atendiendo a la 
expansión de la minería informal en casi todos los territorios regionales, lo 
uniforme no es preciso y lo preciso no se puede generalizar por desarrollarse 
estas actividades en diversas modalidades, con diversa tecnología y 
cuidados ambientales básicos, incompletos o inexistentes, y muy pocos 
formales y con elevados estándares de cuidado ambiental. Las disputas que 
se producen tampoco dejan avanzar a los que tienen planes de mejora de 
sus labores, y caen en el abandono de espacios que son ocupados por gente 
inescrupulosa”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), señalan que la actividad minera causa un impacto negativo 
al medio ambiente, sin embargo, la correcta aplicación de las estrategias 
establecidas deben estar acompañadas del cumplimiento, supervisión y 
fiscalización del respectivo IGAFOM, que permite establecer acciones de 
mitigación, corrección y establecimiento de medidas para minimizar los impactos 





Objetivo Específico N° 3: 
Analizar de qué manera el medio ambiente se ve protegido por las normas en 
materia de formalización minera, en el departamento de Ayacucho - 2020. 
Pregunta N° 07: ¿Diga Ud., si la normatividad, respecto al proceso de formalización 
minera, establece y protege al medio ambiente como un derecho fundamental de 
todo ciudadano? De su respuesta, explique el porqué. 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“La vigencia de derechos fundamentales no se limita a la promulgación de 
leyes, pues el marco legal depende de los recursos necesarios para su 
aplicación, esto implica: competencias, materiales y medios logísticos para 
su real vigencia. Por lo tanto, la sola promulgación de leyes e incluso la 
inclusión en la Constitución no es garantía plena de la vigencia de estos 
derechos. Intentando dar respuesta podemos decir que la norma vigente 
ayuda a que los mineros informales puedan quedar impunes de los delitos 
ambientales que cometan.”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“En coherencia a lo ya señalado, definitivamente estás normas en concreto 
no protegen de manera objetiva y real el ambiente; toda vez que se está 
priorizando la formalidad a un hecho concreto que es la actividad minera 
informal y en algunos casos incluso a mineros ilegales”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“En una norma cuyo cumplimiento mitiga impactos al medio ambiente a largo 
plazo, por las innumerables prórrogas en su aplicación, lo que sirve más 
sería en un aspecto preventivo, objetivo que la fecha no se advierte de dicha 
norma”. 




“Requisito fundamental para la formalización minera es la aprobación del 
instrumento de gestión ambiental en el caso del proceso de formalización 
minera es la aprobación del IGAFOM en sus aspectos Correctivos y 
Preventivo. Documentó con el cual el minero adquiere compromisos 
ambientales”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“La normativa ambiental en el proceso de formalización minera, establece y 
protege al medio ambiente, a través del Plan de Manejo Ambiental 
enmarcado en el IGAFOM en su Aspecto Preventivo, donde propone 
implementar para que las actividades mineras se lleven a cabo de manera 
ambientalmente responsable y sostenible. (…)”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“En tanto que no hay una verdadera fiscalización, la legislación en aspectos 
ambientales que debe cumplir la MAPE puede caer en la ineficacia para 
controlar el derecho de todos a vivir en un ambiente sano y saludable. En 
esto, la legislación y la supervisión del manejo ambiental son más rigurosas 
para la mediana y gran minería”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), señalan que las normas respecto al proceso de formalización 
minera no protegen el medio ambiente, ya que al priorizar y ampliar los plazos para 
su aplicación, genera que queden impunes las conductas de los mineros 
informales; además que, teniendo establecido, dentro del proceso de formalización, 
como un requisito administrativo ambiental de gran importancia como es el 





Pregunta N° 08: ¿Considera Ud. que la normatividad respecto al proceso de 
formalización minera, a través de la prórroga y ampliación de plazos, se encuentra 
acorde a los tratados internacionales en la protección del medio ambiente? 
Entrevistado 1: Quintana (2021), sostiene que: 
“Existe la ambición de que la formalización permita la ejecución de 
actividades mineras conforme a estándares que permita proteger el 
medioambiente, al mismo tiempo que permita beneficios económicos. La 
normatividad tiene esta finalidad, pero repito, si la normatividad no es 
reforzada con las condiciones necesarias para su materialización terminan 
en buenas intenciones. Aquí también es importante destacar la posibilidad 
económica de los propios mineros informales, ya que todo cambio requiere 
de inversiones y su capacidad económica no les permite o simplemente no 
quieren priorizar en la inversión de mejoras que protejan el ambiente”. 
Entrevistado 2: Ayala (2021), sostiene que: 
“No, precisamente porque existe vulneración real o impacto ambiental 
negativo al ambiente, con el desarrollo de la actividad minera informal”. 
Entrevistado 3: Diburga (2021), sostiene que: 
“Considero que no, se encuentra en proceso porque aún no sabemos si una 
vez formalizados los impactos ambientales negativos serán mitigados como 
se espera”. 
Entrevistado 4: Avila (2021), sostiene que: 
“Los tratados internacionales tienen como principio el cuidado y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, la ampliación de 
plazos considero que no tiene carácter significativo”. 
Entrevistado 5: Arone (2021), sostiene que: 
“La normativa respecto al proceso de formalización minera y 




internacionales y las políticas ambientales, la formalización minera de los 
mineros informales tiene un plazo establecido por norma vigente, la cual no 
tiene prórroga o ampliación de plazo (fecha en que culmina el proceso de 
formalización minera 31/12/2021)”. 
Entrevistado 6: Luna (2021), sostiene que: 
“No hay mucho que así lo refiera, salvo lo contemplado para la reducción del 
uso del mercurio en el beneficio de minerales (Convenio de Minamata); la 
informalidad en minería destruye suelos y bosques sin que esta posibilidad 
haya sido evaluada previamente; por lo general, estas labores arrasan y, si 
se formalizan, ya han causado daños irreparables que no asume 
necesariamente el conductor o los conductores de esas labores. Las normas 
internacionales de protección de los derechos humanos ya bastarían para 
proteger a personas que dejan que su salud se deteriore en estas actividades 
sin ningún cuidado, cuando no se ha comprometido ya a menores de edad y 
otro tipo de afectaciones a personas y ecosistemas”. 
Análisis: Quintana (2021), Ayala (2021), Diburga (2021), Avila (2021), Arone 
(2021) y Luna (2021), señalan que en la actualidad, a través de las estrategias de 
ampliación para formalizar a los mineros informales, no  se cumple con los 
estándares internacionales establecidos en la protección del medio ambiente, esto 
debido a la deficiente aplicación de las normas, puesto que, en estos momentos ya 
existe un daño en el medio ambiente en los lugares donde se vienen desarrollando 
estas actividades mineras, esto por no contar con el debido IGA, a esto se le agrega 
la ampliación de plazos que continúa dañando el medio ambiente. A ello, debemos 
agregar si los impactos ambientales negativos generados por los mineros 









Determinar de qué manera la política de ampliación de plazos para 
la formalización minera genera un daño ambiental, en el 
departamento de Ayacucho - 2020. 
Supuesto 
General: 
El continuo otorgamiento y ampliación de plazos en la política de 
formalización de los mineros informales, genera en el daño 
ambiental en el departamento de Ayacucho - 2020. 
Con relación al Objetivo General, de las entrevistas realizadas respecto a la 
pregunta 1 y 2 de la guía, podemos inferir que el proceso de formalización minera, 
por sí mismo ya genera un impacto negativo en el ambiente, ya que otorga al minero 
informal un permiso previo de para desarrollar actividades de extracción, y/o 
explotación de minerales, incumpliendo los requisitos establecidos para la 
obtención de la debida autorización. 
Coincide Valdez (2016) con este resultado, quien indicó que las actividades 
económicas que involucran la explotación de recursos naturales en las etapas de 
extracción, tratamiento y beneficio, de por sí ya generan impactos en el medio 
ambiente, deteriorando sus componentes y a los individuos que se relacionan con 
ella; lo cual es corroborado por Tafur (2018), quien en su investigación concluyó 
que la minería no formalizada (informal) durante su proceso de formalización no 
garantiza la reparación del daño ambiental, puesto que no se obliga a un control de 
la degradación ambiental, vulnerando de esta manera el derecho fundamental a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida.  
En ese sentido, la continua ampliación y prórroga en los plazos para la inscripción 
y presentación de requisitos administrativos para la formalización minera, brinda al 
minero informal mayor tiempo en el desarrollo de actividades mineras incumpliendo 
los requisitos administrativos ambientales, y que, ante la falta de estos, los mineros 




A esto se le agrega que los mineros informales que se forman parte del REINFO, 
se encuentran exentos de responsabilidad penal por la comisión del delito de 
minería ilegal (Art. 307° del Código Penal) de conformidad a la Disposición 
Complementaria Única del Decreto Legislativo N° 1351; es por ello que, Becerra 
(2013) señalo que el derecho penal es un instrumento que protege al medio 
ambiente teniendo una participación auxiliar a las acciones realizadas por la entidad 
administrativa de fiscalización ambiental, debiendo tomar mayor relevancia ante un 
mayor impacto que compromete al medio ambiente, sin embargo con esta norma 
se podrá aplicar una investigación de última ratio, cuando supere la valla 
administrativa. 
En ese sentido, la exención de la responsabilidad tanto administrativa como penal 
en los mineros informales que causen daño al ambiente no es la medida correcta, 
ya que deja impune la conducta de muchos mineros informales y limita la actuación 
de las instituciones del Estado que tutelan el derecho a un medio ambiente sano y 
equilibrado, y otros derechos como la salud de la población.  




Analizar de qué manera el proceso de formalización minera influye 




El proceso formalización de la minería informal influye en el daño 
ambiental en el departamento de Ayacucho - 2020. 
De conformidad al objetivo específico N° 01, donde se desarrolló las preguntas 3 y 
4 de la guía, se puede inferir que, de conformidad a lo mencionado por los 
entrevistados, toda actividad minera causa un impacto negativo en el medio 
ambiente, por lo tanto, se requiere del respectivo IGA, donde el minero informal 
pueda identificar, controlar, mitigar, prevenir y adoptar medidas en prevención de 
impactos ambientales negativos. Sin embargo, la ausencia del IGA, significa el 
incumplimiento de las obligaciones ambientales, por lo tanto, dicha actividad causa 




mientras dure el proceso de formalización que concluiría con la obtención de la 
correspondiente. 
Con esto coincide Tatiana (2016), quien señaló en las conclusiones de su 
investigación que, las empresas dedicadas a las actividades extractivas que no 
cumplen de manera legal con el instrumento de gestión ambiental establecido en 
las normas ambientales, generan contaminación y deterioro en el medio ambiente 
y sus componentes, además de la afectación a la salud poblacional. Es por ello que 
la Ley 27651 de procedimiento de formalización y promoción de la pequeña minería 
y minería artesanal en su Art. 15° establece la presentación del respectivo 
instrumento de gestión ambiental, esto con la finalidad de planificar, prevenir, y 
controlar el correcto cumplimiento de las normas ambientales (Art. 17.2° de la Ley 
General del Ambiente), y de esta manera poder mitigar los impactos negativos 





Analizar de qué manera las políticas ambientales en materia de 
formalización minera, influyen en el daño ambiental, en el 
departamento de Ayacucho - 2020. 
Específico 
N° 02: 
Las políticas ambientales en materia de formalización, influyen en 
el daño ambiental en el departamento de Ayacucho - 2020. 
De conformidad al objetivo específico N° 02, donde se desarrolló las preguntas 5 y 
6 de la guía, se puede inferir que las instituciones del Estado, para el cumplimiento 
de lo establecido en las normativas de formalización minera y las normativas 
ambientales, desarrollan sus funciones con algunas limitaciones que impiden 
cumplir de manera correcta con las acciones de fiscalización, supervisión, control y 
sanción, siendo una de estas limitaciones las normas emitidas por el sector minero 
y ambiental, con las permanentes ampliaciones o prórrogas en los plazos de 
inscripción y permanencia en el REINFO. 
En ese sentido, las estrategias establecidas en las políticas ambientales y para la 
formalización de mineros informales no se cumplen correctamente, ante las 




por lo cual muchos extractores incumpliendo normas administrativas ambientales, 
a través de su actividad generan daño en el ambiente. 
Esto coincide con lo señalado por Franco (2016), quien en su trabajo de 
investigación arribó a que, existe un conflicto entre las políticas públicas mineras y 
ambientales, haciendo falta una política equilibrada en la que el Estado ejecute un 
adecuado marco normativo para el ordenamiento de las actividades de producción 
minera y la protección del medio ambiente. Así también Carhuatocto (2018), señaló 
que el desarrollo de las actividades extractivas con fines económicos se encuentra 
sometidas a una serie de acciones por parte del Estado que supervisen el 
cumplimiento de las evaluaciones del impacto ambiental, ya que, por lo contrario, 





Analizar de qué manera el medio ambiente se ve protegido por las 
normas en materia de formalización minera, en el departamento de 
Ayacucho - 2020. 
Específico 
N° 03: 
El medio ambiente se ve protegido por las normativas del proceso 
de formalización minera en el departamento de Ayacucho - 2020 
De conformidad al objetivo específico N° 03, donde se desarrolló las preguntas 7 y 
8 de la guía; coincidimos en que las normas relacionadas al proceso de 
formalización minera no protegen al medio ambiente, ya que a través de las 
ampliaciones y prórrogas este proceso ha perdido seriedad, dejando impune las 
conductas de mineros informales que desarrollan sus actividades mineras sin el 
respectivo IGA. El incumplimiento de la presentación de los requisitos establecidos 
y el desarrollo de estas actividades, genera que las normas establecidas no se 
encuentren acorde a los estándares internaciones en la protección del medio 
ambiente, más aún, si se amplían plazos para continuar permitiendo el daño 
ambiental a través de la extracción de minerales. 
El informe del Ministerio de Ambiente (2016), corrobora el contenido del párrafo 
anterior, señalando que la informalidad minera se desarrolla incumpliendo las 




que deterioran el medio ambiente. De la misma forma, el Ministerio de Energía y 
Minas (2014) señaló que solo a través del cumplimiento y respeto de las normas y 
obligaciones administrativas, tributarias, laborales y ambientales, el minero informal 






De los resultados obtenidos a través de las entrevistas y de la revisión bibliográfica 
de la presente investigación, se arribó a las siguientes conclusiones: 
Primero: Se concluye que se ha determinado que la política de ampliación de 
plazos para la formalización minera genera un daño en el medio ambiente; toda vez 
que el proceso de formalización de actividades mineras de por sí, ya causa un daño 
en el ambiente, por la forma de explotación de minerales, mediante el uso de 
maquinarias, herramientas e insumos durante su desarrollo. En ese sentido, la 
ampliación de los plazos para la inscripción y permanencia en el proceso de 
formalización minera, otorga a los mineros informales la facultad de realizar 
actividades mineras sin cumplir los requisitos administrativos ambientales como el 
IGAFOM, generando de esta manera un daño en el medio ambiente, vulnerando la 
salud y calidad ambiental y la salud de la población, vulnerado el derecho 
fundamental a gozar de un medio ambiente sano y equilibrado, ya que también 
amplía su exención de responsabilidades administrativas y penales en cada 
ampliación. 
Segundo: Se concluye que el proceso de formalización minera influye en el daño 
ambiental; toda vez, que las actividades mineras, de acuerdo al procedimiento 
ordinario, debería contar primeramente con la autorización de inicio y reinicio de 
actividades mineras, donde se habrían cumplido con la presentación de los 
requisitos administrativos y ambientales; sin embargo, el proceso de formalización 
permite que los mineros informales que se encuentren en el REINFO, desarrollen 
actividades mineras sin el respectivo Instrumento de Gestión Ambiental, ya que no 
se ha identificado el impacto negativo, así como no desarrollan las medidas o 
acciones de control y mitigación ante el daño ambiental generado. 
Tercero: Se concluye que las políticas ambientales en materia de formalización 
minera influyen en el daño ambiental, toda vez que, para el desarrollo de las 
funciones de fiscalización, supervisión y control, las EFA correspondientes sufren 
de ciertas limitaciones, como las constantes ampliaciones y prórrogas en la 
presentación del respectivo IGA, en ese sentido las actividades mineras carecen 




actividad minera cause un daño en el medio ambiente; a esto agregar que la 
protección penal con relación a esta conducta, no puede prosperar, toda vez que 
prevalece la exención de responsabilidad penal a los mineros informales que se 
encuentran en el REINFO.  
Cuarto: Se concluye que es falso que el medio ambiente se vea protegido por las 
normas del proceso de formalización minera; toda vez que la normativa de 
formalización a partir del año 2012, a través de la ampliación de plazos, para la 
inscripción y permanencia en el proceso, además de la creación del registro de 
declaración de compromisos, registro de Saneamiento y el actual REINFO, a la 
fecha se continúan realizando actividades mineras incumpliendo el respectivo 







1. Que las instituciones estatales del sector Energía y Minas y del Ambiente, deban 
establecer plazos improrrogables para la inscripción y permanencia en el 
REINFO, así como la derogación de la Disposición Complementaria Final Única 
Decreto Legislativo Nº 1351, es decir el segundo párrafo del Art. 307° (delito de 
minería ilegal), que exime de responsabilidad penal al minero informal que se 
encuentre en el REINFO. 
 
2. Que, durante el proceso de formalización minera, se establezca un único plazo 
para la presentación del respectivo (IGAFOM, así como para el pronunciamiento 
de la autoridad competente para evaluar y aprobar del IGAFOM, en este caso la 
Dirección Regional de Energía y Minas de los Gobiernos Regionales. 
 
3. Las EFA competentes para las actividades mineras, en este caso la Dirección 
Regional de Energía y Minas, fiscalice el correcto cumplimiento de las 
obligaciones ambientales comprometidos en el IGAFOM y de cuyo 
incumplimiento establezcan la responsabilidad administrativa ambiental, no 
debiendo esperar a que el minero informal se formalice para realizar las acciones 
de fiscalización y sanción.  
 
4. Al término de lo establecido en el Decreto Supremo Nº 032-2020-EM, donde 
concluiría los plazos para el cumplimiento de los requisitos administrativos 
ambientales el 21 de junio del 2021, se establezca como único medio para la 
obtención de la autorización de inicio de actividades mineras al proceso 
ordinario, donde la persona natural o jurídica deba presentar los requisitos 
administrativos y ambientales para la obtención de la autorización 
correspondiente antes de realizar cualquier actividad minera, y no la de 
desarrollar primeramente las actividades mineras para después realizar los 
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Matriz de consistencia: “La Política de Ampliación de Plazos en la Formalización Minera y su relación con el Daño Ambiental, 






¿De qué manera la política de 
ampliación de plazos para la 
formalización minera genera un daño 
ambiental, en el departamento de 
Ayacucho?  
Problema específico 1: 
¿De qué manera el proceso de 
formalización minera influye en el 
daño ambiental, en el departamento 
de Ayacucho? 
 
Problema específico 2: 
¿De qué manera las políticas 
ambientales en materia de 
formalización minera, influyen en el 
daño ambiental, en el departamento 
de Ayacucho? 
Problema específico 3: 
¿De qué manera el medio ambiente 
se ve protegido por las normas en 
materia de formalización minera, en 




Determinar de qué manera la política 
de ampliación de plazos para la 
formalización minera genera un daño 
ambiental, en el departamento de 
Ayacucho. 
Objetivo específico 1:  
Analizar de qué manera el proceso de 
formalización minera influye en el daño 
ambiental, en el departamento de 
Ayacucho. 
 
Objetivo específico 2:  
Analizar de qué manera las políticas 
ambientales en materia de 
formalización minera, influyen en el 
daño ambiental, en el departamento de 
Ayacucho 
 
Objetivo específico 3:  
Analizar de qué manera el medio 
ambiente se ve protegido por las 
normas en materia de formalización 
minera, en el departamento de 
Ayacucho. 
Supuesto general: 
El continuo otorgamiento y 
ampliación de plazos en la política de 
formalización de los mineros 
informales, genera en el daño 
ambiental en el departamento de 
Ayacucho. 
Supuesto específico 1 
El proceso formalización de la 
minería informal influye en el daño 
ambiental en el departamento de 
Ayacucho. 
 
Supuesto específico 2 
Las políticas ambientales en materia 
de formalización, influyen en el daño 
ambiental en el departamento de 
Ayacucho. 
 
Supuesto específico 3 
El medio ambiente se ve protegido 
por las normativas en materia de 
formalización minera en el 
departamento de Ayacucho. 






Política Ambiental  
- Actividad Minera 
- Minería informal 
 
- Organismos Públicos 
- Desarrollo Sostenible 
Categoría 2: Daño Ambiental 
Subcategorías Indicadores 













METODOLOGIA ESCENARIO Y SUJETOS TECNICAS E INSTRUMENTOS 
Enfoque: Cualitativo 
Tipo de investigación: Básica o pura. 
Diseño de investigación: 
Fundamentada. 
Nivel de investigación: Descriptiva  
Inductivo. - Obtiene conclusiones a 
partir de las premisas particulares. 
Escenario de estudio: 
DEPARTAMENTO DE AYACUCHO 
1. Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Ayacucho. 
2. Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Puquio 
3. Dirección Regional de Energía y Minas Ayacucho 
4. Dirección General de Formalización Minera 
Técnicas Instrumentos Sujetos Objetos 
Entrevista Guía de Entrevista Dos (02) ingenieros 
civiles. 
Tres (03) fiscales en 
Materia Ambiental. 
Un (01) especialista en 
formalización minera.  
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VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
IV. DATOS GENERALES 
4 1 ApeU,dos ombrss Alfredo Quintana Moscoso 
4 2 Cargo e instrtución donde labor Fiscal Provincial de la F1scalla Especializada en Materia 
Ambiental · A acucho 
1 4 ombre del ,n uumsnto motrvo de evaluación Gula de Entrevista 
� 3 utonA\ e Instrumento Ju n 01 o Luh,ng Solo y Danessa Paola Torres Congachi 
V. A PECTOS DE VALIDACIÓN 
---·-·-�· .. INIMAMENTI 1 INACEPTABLE 
ACEPTABLE ACEPTABLE 
CRITI:RIOS INDICADORES 
4 4 5 5 6 6 7 7 8 8 9 9 100 
o 5 o 5 o 5 o 5 o 5 o 5 
1-. 
Esta formulado con lenguaje �l 1. CLARIDAD comprensible. 
' 2. OBJETMOAD 
Esta adecuado a las leyes y 
'lÍ principios científicos. 
1 Esta adecuado a los objetivos y . 
1 
las necesidades reales de la ¡ 3. ACTUALIDAD X investigación. 
• 4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica. j)( 
5. SUFICIENCIA 
Toma en cuenta los aspectos 
X metodológicos esenciales 
6. Esta adecuado para valorar las '¡}- INTENCIONALIDAD categorías. 
7. CONSISTENCIA 
Se respalda en fundamentos » técnicos y/o científicos. 
Existe coherencia entre los 
8. COHERENCIA problemas, objetivos y X 
supuestos jurídicos 
La estrategia responde a una 
9. METODOLOGÍA 
metodología y diseño aplicados X para lograr verificar los 
supuestos. 
El instrumento muestra la 
relación entre los componentes tf 10. PERTINENCIA de la investigación y su 
adecuación al Método 
Científico. 
VI. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 
El Instrumento cumple con 
los Requisitos para su aplicación 
El Instrumento no cumple con 
Los requisitos para su aplicación 
1 �01o1 
Ayacucho, 01 de marzo de 2021 
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VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
l. DATOS GENERALES 
1.1. Apellidos y Nombres: Mario Almonacid Cisneros 
1.2. Cargo e institución donde labora: Docente Derecho Ambiental Universidad Nacional San 
Cristóbal de Huamanga UNSCH II Decano del Colegio de Notarios de Ayacucho 
1.3 Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de Entrevista 
1.3.Autor(A) de Instrumento: Juan Diego Luhing Soto y Danessa Paola Torres Congachi 
11. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 
INACEPTABLE IIIINIMAMENTI ACEPTABLE 
CRITERIOS INDICADORES 
ACEPTABLE 
4 4 5 5 6 6 7 7 8 8 9 9 100 
o 5 o 5 o 5 o 5 o 5 o 5 
Esta formulado con lenguaje X 1. CLARIDAD comprensible. 
2. OBJETIVIDAD 
Esta adecuado a las leyes y D( principios científicos. 
Esta adecuado a los objetivos y 
3. ACTUALIDAD las necesidades reales de la !><.. 
investigación. 
4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica. X. 
5. SUFICIENCIA 
Toma en cuenta los aspectos )( metodológicos esenciales 
6. Esta adecuado para valorar las X INTENCIONALIDAD categorías. 
Se respalda en fundamentos 'f. 7. CONSISTENCIA técnicos y/o científicos. 
Existe coherencia entre los 
8. COHERENCIA problemas, objetivos y )( 
supuestos jurídicos 
La estrategia responde a una 
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Guía de entrevista semiestructurada a los participantes.
Preguntas para Operadores de Justicia, profesionales de la Dirección
Regional de Energía y Minas y mineros en proceso de formalización minera.
Título: La Política de Ampliación de Plazos en la Formalización Minera y su
relación con el Daño Ambiental - Ayacucho
Entrevistado: Alfredo Quintana Moscoso
Cargo/profesión/ocupación: Fiscal de la FEMA Ayacucho
Institución: Ministerio Publico
Objetivo General: Determinar en qué medida la política de ampliación de plazos
para la formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
Preguntas:
1. ¿Considera Ud. que la formalización minera de los mineros informales, a través
de la prorroga y ampliación de plazos, viene generando un impacto ambiental
negativo? De su respuesta explique el porqué.
La sola prórroga no es un tema que afecte el medioambiente, lo importante aquí es
determinar y aplicar medidas que permitan proteger el medioambiente durante y después
del trámite del proceso de formalización. La prórroga es una medida que permite la
formalización
2. ¿Cuál es su opinión, respecto a la exención de responsabilidad penal, de mineros
en proceso de formalización (además de la prorroga y ampliación de plazos para su
formalización), que desarrollan actividades de exploración, extracción, explotación
y otros similares?
Considero que la exención de responsabilidad penal es posible sólo por las causales
establecidas en el Código Penal, la exención de responsabilidad generada por normas extra
penales no es correcto, toda vez que la afectación al medioambiente, considerado como
conducta delictiva, no puede estar amparada por situaciones administrativas de
formalización, ya que los daños y materialización de la conducta se tipifican al margen de
los procedimientos administrativos.
Objetivo Específico 1: Analizar en qué medida el proceso de formalización de la
minería informal influye en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho.
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3. ¿Cree Ud. que las actividades mineras, que se llevan a cabo durante el proceso
de formalización minera, aun cuando se prorrogan y se amplían los plazos para su
formalización, causan daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
Una actividad económica que no cuente con un instrumento de gestión ambiental como la
actividad minara dentro de las primeras etapas del proceso de formalización, estamos
seguros que si generada daño al amiente y sus componentes o por los menos genera un
daño potencial.
4. ¿Considera Ud. que es más importante, la ampliación de los plazos para la
formalización minera o la aplicación de sanciones a los que incumplen los plazos
establecidos?
En principio toda actividad informal genera impactos negativos, con mayor razón las
actividades mineras informales debido a que no están sujetos a control de parte de las
entidades de fiscalización ambiental competente, la necesidad de elevar los niveles de
ganancias genera un motivación especial de aprovechar al máximo el tiempo que se tiene
sin importar los impactos que se genera al ambiente. Eso genera un mayor daño ambiental,
más aún, que estos operadores saben que se encuentran exentos de responsabilidad no
sólo administrativa si no también exentos de responsabilidad penal
Objetivo Específico 2: Analizar en qué medida las políticas ambientales en materia
de formalización minera, influyen en el daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
5. ¿Considera Ud. que la normatividad ambiental, está siendo aplicada por los
organismos públicos competentes (DREM, MP, PNP, otros), respecto a la
supervisión y fiscalización, así como la capacitación a los mineros en proceso de
formalización, durante la prorroga y ampliación de plazos para su formalización, con
la finalidad de evitar daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
Existe una incongruencia entre las políticas, el marco legal y las acciones de las autoridades
competentes, ya sea por fala de conocimientos y capacidades y también porque no decirlo,
se debe en parte al elevado nivel de corrupción, esto hace que nuestras autoridades como
la DREM, MP, PNP, se encuentran limitados en su actuación de protección y conservación
del ambiente y sus componentes.
6. ¿Cree Ud. que las estrategias establecidas en materia ambiental, tienen un
impacto positivo en el desarrollo sostenible en las actividades mineras, sin causar
daños al medio ambiente?
Me remito a mi respuesta anterior, las medidas no son efectivas debido a la falta de voluntad
de ejecución de las mismas, las estrategias en materia ambiental existentes no garantizan
una adecuada protección al medio ambiente y sus componentes.
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Objetivo Específico 3: Analizar en qué medida el medio ambiente se ve protegido
por las normativas del proceso de formalización minera, en el departamento de
Ayacucho.
7. ¿Diga Ud., si la normatividad, respecto al proceso de formalización minera,
establece y protege al medio ambiente como un derecho fundamental de todo
ciudadano? De su respuesta explique el porqué.
La vigencia de derechos fundamentales no se limita a la promulgación de leyes, pues el
marco legal depende de los recursos necesarios para su aplicación, esto implica:
competencias, materiales y medios logísticos para su real vigencia. Por lo tanto, la sola
promulgación de leyes e incluso la inclusión en la Constitución no es garantía plena de la
vigencia de estos derechos. Intentando dar respuesta podemos decir que la norma vigente
ayuda a que los mineros informales puedan quedar impunes de los delitos ambientales que
cometan.
8. ¿Considera Ud. que la normatividad respecto al proceso de formalización minera,
a través de la prorroga y ampliación de plazos, se encuentra acorde a los tratados
internacionales en la protección del medio ambiente?
Existe la ambición de que la formalización permita la ejecución de actividades mineras
conforme a estándares que permita proteger el medioambiente, al mismo tiempo que
permita beneficios económicos. La normatividad tiene esta finalidad pero repito, si la
normatividad no es reforzada con las condiciones necesarias para su materialización
terminan en buenas intenciones. Aquí también es importante destacar la posibilidad
económica de los propios mineros informales, ya que todo cambio requiere de inversiones
y su capacidad económica no les permite o simplemente no quieren priorizar en la inversión
de mejoras que protejan el ambiente.
98
lii IJNM;ASWAII ctSAA VAl.lUO 
- 
99
-- -· ·��·=:;=·�-;..-- ,, ··-  El¡ , , '"·º' 1 --. -·--�·�,-,_ .. __ ... _ ...... _ 
,- UPol.._.<IO .. - .. loF""-�_,,,.., _ _ .,._,.,_ .... _ 
� -'°"""'" --�- .. __ , ·-·--, _,.,_., ...... 
• ·- .. -�...... 1 p¡ 
__ ... ....._ .. - -- ' .
'.� .... -· -·--1..... ·-· .. -· -�- ......... .,- ... ._t,o?Oo -·- 
2.j.Clllilwa,_._.,._ .. _... � .. -....,,._, 
.... 1 ·�- - ·-·-·' -- .......... -- 
100
�-·- , ... .,.u, 
-Upocl!Ul: _ _.....,._11_00 dolo --�-, .. -- ... .., ... ; ... .... �- 
! oC..UO QOO_ .. _clo 
- -· .... "'""""' N <><>•-> r N - 10o plol<>l 11910 °" 
b h � .. -.., .. - 10. .. -.-- .. 
� ... �n:s )' ·:�g;;:'.t5�::� 
E�.,:i::�a��!€t0:;¿f:.tr· 
101
.... er-...._ _.....,. .. -. .. --- ... - 
- "''"'= --- - .... -- .. -··-•? 
' :re )tf,.-'Ol' " 1ft 
¡o,.¡ou.o�-,,- -·-··-·-· ""'I � ... ., ... ... _c1o -_.... ... ... c1o ... � 
102
lfi--"--''"' 
Gul• •n-ta ......._tn>cW<1<11 1 io. ,.rtklpantee,, 
PN9unt• ,. 0.,.,- Ju1ticla, �i. ... tll Dirección 
Reg1ono1 ... "'-ila r Mln11 r mi - .., p,oc..., ... 1otm"'1<1<:16n -.. 
� LI Politic.o do .6.mpllacl6n do Pla.l ... "' 111 Fom,ollu<lóft MJ.....,. y IU -lótl con el D- .6.mt,l..,tal .... yocucllo 
1 1.�• Ud - • �......,. <11111>1 ....._ i,,ro"' ..... 1 u.....,. 
dll II P',."'111 y •• 1 T I! • <111 plazot,, ........ l)tt*ondo "' wnpldo ...-.., 
• g1ll..o? 0.1u _11 .. .,.._el P<lf<!W. 
2 ¿Cu61•.,0Plnl6n ._..,,11.-<111,..pcru1  •oc1�.<111,,_.,. 
Wl-dlllormllludon("'*""<IIIIIP'Of._Y••�•<lej)llzolperi.1u 
fllmlalzldan), - -- ..,._ di lb¡llcro.dlln, il>!r..eden, e>:plcitlclO<I 
,- ... . 11111 
103
l'ii--- ... ,,,. 
'¿c.áiHIUoplnióo,�f-""Kl�--.,lotm&l<MI inllll'M en•-•-••tN.l1M7 
Obj91iYO!�o2:,._enq"6..-lel poi!- �enm....-ia de""---·� .... - � ....... ,:lepo- <le • 
104
CN,jMl,,o &peclllco J: ...,.._ .., QUI moolidl 11..- ...- .. N ,,. prwgldo 
pcM .. -"'- .,.. - "" � ........... "" .. dlp&r!lffltf!IO"" 
' 
1 ¿�• Ud que1t.........-.a-1<111proc90<1e!ormalt,td0n""""'1 
I ,_ <le lt prorrogl � ...... � <le � 11 ........ 11. _.,. 1 IOI 1 .. ll(l()f ,u11m- ... a.r,,.-,1111.-.-..? 
u -· .. --·- --- 
Guía de entrevista semiestructurada a los participantes.
Preguntas para abogados Especialistas, Operadores de Justicia,
profesionales de la Dirección Regional de Energía y Minas y mineros en
proceso de formalización minera.
Título: La Política de Ampliación de Plazos en la Formalización Minera y su
relación con el Daño Ambiental - Ayacucho
Entrevistado: Ing. Jhonnathan Elder Avila Gutarra
Cargo/profesión/ocupación: Ingeniero
Institución:
Dirección Regional de Energía y Minas Ayacucho
Objetivo General: Determinar en qué medida la política de ampliación de plazos
para la formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
Preguntas:
1. ¿Considera Ud. que la formalización minera de los mineros informales, a través
de la prorroga y ampliación de plazos, viene generando un impacto ambiental
negativo? De su respuesta explique el porqué.
Considero que el estado da oportunidad a que la actividad minera logre formalizarse y que
se disminuya contaminación ambiental a través de la fiscalización de estas actividades por
parte de instituciones como las Direcciones Regionales y Fiscalías Especializadas en
Materia Ambiental.
2. ¿Cuál es su opinión, respecto a la exención de responsabilidad penal, de mineros
en proceso de formalización (además de la prorroga y ampliación de plazos para su
formalización), que desarrollan actividades de exploración, extracción, explotación
y otros similares?
Considero que las faltas graves deben ser penadas por parte de las instituciones no debe
tenerse consideraciones con ningún régimen ya sea Gran Minería, Mediana Minería,
Pequeño Productor Minero o Mineros Artesanos.
Objetivo Específico 1:Analizar en qué medida el proceso de formalización de la
minería informal influye en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho.
3. ¿Cree Ud. que las actividades mineras, que se llevan a cabo durante el proceso
de formalización minera, aun cuando se prorrogan y se amplían los plazos para su
formalización, causan daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
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La informalidad en el sector minero es la principal causante de daños ambientales en los
recursos naturales causando impactos significativos, los mismos que a su vez son la
principal razón para dar origen a los problemas socioambientales.
4. ¿Considera Ud. que es más importante, la ampliación de los plazos para la
formalización minera o la aplicación de sanciones a los que incumplen los plazos
establecidos?
Considero que la ampliación de plazos está haciendo que este proceso pierda seriedad,
debe darse una fecha límite para concluir este proceso y no ampliarlo más.
Objetivo Específico 2: Analizar en qué medida las políticas ambientales en materia
de formalización minera, influyen en el daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
5. ¿Considera Ud. que la normatividad ambiental, está siendo aplicada por los
organismos públicos competentes (DREM, MP, PNP, otros), respecto a la
supervisión y fiscalización, así como la capacitación a los mineros en proceso de
formalización, durante la prorroga y ampliación de plazos para su formalización, con
la finalidad de evitar daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
Soy parte de la Dirección Regional de Energía y Minas y pese a los escasos recursos que
son asignados se realiza la difusión de todos los aspectos normativos a favor de los
usuarios mineros realizando actividades de capacitaciones virtuales atenciones al público
apoyo técnico y visitas a las diferentes concesiones mineras de la región identificando las
desviaciones que tienen en su actividad.
6. ¿Cree Ud. que las estrategias establecidas en materia ambiental tienen un
impacto positivo en el desarrollo sostenible en las actividades mineras, sin causar
daños al medio ambiente?
Considero que toda actividad humana causa impactos ya sean estas positivas y negativas,
lo importante en este tema debería cumplirse lo establecido en los compromisos
ambientales que toda actividad adquiere a través de los instrumentos de gestión
presentados y aprobados en el sector minero.
Objetivo Específico 3: Analizar en qué medida el medio ambiente se ve protegido
por las normativas del proceso de formalización minera, en el departamento de
Ayacucho.
7. ¿Diga Ud., si la normatividad, respecto al proceso de formalización minera,
establece y protege al medio ambiente como un derecho fundamental de todo
ciudadano? De su respuesta explique el porqué.
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Requisito fundamental para la formalización minera es la aprobación del instrumento de
gestión ambiental en el caso del proceso de formalización minera es la aprobación del
IGAFOM en sus aspectos Correctivos y Preventivo. Documentó con el cual el minero
adquiere compromisos ambientales.
8. ¿Considera Ud. que la normatividad respecto al proceso de formalización minera,
a través de la prorroga y ampliación de plazos, se encuentra acorde a los tratados
internacionales en la protección del medio ambiente?
Los tratados internacionales tienen como principio el cuidado y aprovechamiento sostenible
de los recursos naturales, la ampliación de plazos considero que no tiene carácter
significativo.
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Guía de entrevista semiestructurada a los participantes.
Preguntas para abogados Especialistas, Operadores de Justicia,
profesionales de la Dirección Regional de Energía y Minas y mineros en
proceso de formalización minera.
Título: La Política de Ampliación de Plazos en la Formalización Minera y su
relación con el Daño Ambiental - Ayacucho
Entrevistado: EFRAIN N. ARONE ARANA
Cargo/profesión/ocupación: INGENIERO DE MINAS
Institución: DREM AYACUCHO
Objetivo General: Determinar en qué medida la política de ampliación de plazos
para la formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
Preguntas:
1. ¿Considera Ud. que la formalización minera de los mineros informales, a través
de la prorroga y ampliación de plazos, viene generando un impacto ambiental
negativo? De su respuesta explique el porqué.
Considero que los mineros informales en proceso de formalización vienen generando
impacto ambiental desde hace mucho, sin embargo, el Estado a través de las normas
vigentes en Formalización minera Integral, insta a corregir, mitigar los impactos
ambientales generados en el área de sus actividades mineras, a fin de adecuar dichas
actividades a la normativa ambiental vigente; a través de la presentación del Instrumento
de Gestión Ambiental para la Formalización de la Actividad de Pequeña Minería y Minería
Artesanal (IGAFOM). Asimismo, la formalización minera de los mineros informales tiene
un plazo establecido por norma vigente, la cual no tiene prorroga o ampliación de plazo
(fecha en que culmina el proceso de formalización minera 31/12/2021).
2. ¿Cuál es su opinión, respecto a la exención de responsabilidad penal, de
mineros en proceso de formalización (además de la prorroga y ampliación de
plazos para su formalización), que desarrollan actividades de exploración,
extracción, explotación y otros similares?
La responsabilidad penal, considero que se aplica a los mineros ilegales y mas no a los
mineros informales en proceso de formalización y que estén desarrollando actividades de
exploración, explotación y beneficio de minerales.
Objetivo Específico 1: Analizar en qué medida el proceso de formalización de la
minería informal influye en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho.
_____________________
EFRAIN N. ARONE ARANA
Ingeniero de Minas
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3. ¿Cree Ud. que las actividades mineras, que se llevan a cabo durante el proceso
de formalización minera, aun cuando se prorrogan y se amplían los plazos para su
formalización, causan daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
Las actividades mineras si causan impactos ambientales al medio ambiente, por el mismo
hecho de habilitar bocaminas, desmonteras, instalaciones, etc., los cuales generan
cambios en el medio ambiente (medio físico, biológico, socioeconómico).
4. ¿Considera Ud. que es más importante, la ampliación de los plazos para la
formalización minera o la aplicación de sanciones a los que incumplen los plazos
establecidos?
Ambos procedimientos son importantes, con la ampliación de plazos se espera tener un
mayor número de mineros informales formalizados y que nadie quede fuera de este
proceso; y la aplicación de sanciones sería el retiro del minero informal del Registro
Integral pasando a ser un minero ilegal.
Objetivo Específico 2: Analizar en qué medida las políticas ambientales en
materia de formalización minera, influyen en el daño ambiental, en el
departamento de Ayacucho.
5. ¿Considera Ud. que la normatividad ambiental, está siendo aplicada por los
organismos públicos competentes (DREM, MP, PNP, otros), respecto a la
supervisión y fiscalización, así como la capacitación a los mineros en proceso de
formalización, durante la prorroga y ampliación de plazos para su formalización,
con la finalidad de evitar daños en el medio ambiente? De su respuesta explique el
porqué.
La entidad competente para la supervisión y fiscalización de la pequeña minería y minería
artesanal en temas ambientales es la Dirección Regional de Energía y Minas del Gobierno
Regional en la jurisdicción respectiva, conforme a la normativa vigente; así como la
capacitación a los mineros en proceso de formalización, en temas sobre el cuidado del
medio ambiente, elaboración del IGAFOM.
6. ¿Cree Ud. que las estrategias establecidas en materia ambiental, tienen un
impacto positivo en el desarrollo sostenible en las actividades mineras, sin causar
daños al medio ambiente?
Las estrategias establecidas por el Gobierno Central y sus respetivos Ministerios en
materia ambiental, considero que son importantes para mitigar, corregir, medidas que
permitirán minimizar los impactos ambientales negativos generados en el área donde el
minero informal declare que ha desarrollado y viene desarrollando actividad minera.
_____________________
EFRAIN N. ARONE ARANA
Ingeniero de Minas
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Objetivo Específico 3:Analizar en qué medida el medio ambiente se ve protegido
por las normativas del proceso de formalización minera, en el departamento de
Ayacucho.
7. ¿Diga Ud., si la normatividad, respecto al proceso de formalización minera,
establece y protege al medio ambiente como un derecho fundamental de todo
ciudadano? De su respuesta explique el porqué.
La normativa ambiental en el proceso de formalización miera, establece y protege al
medio ambiente, a través del Plan de Manejo Ambiental enmarcado en el IGAFOM en su
Aspecto Preventivo, donde se propone implementar para que las actividades mineras se
lleven a cabo de manera ambientalmente responsable y sostenible. Previo al desarrollo de
las medidas de manejo ambiental se realiza la Identificación y evaluación de Impactos
Ambientales, y en base a ese análisis el minero informal adaptará y precisará las medidas
de prevención, mitigación, seguimiento y control que considere pertinentes en su Plan de
Manejo Ambiental, de acuerdo con los impactos de su actividad en particular para realizar
un mejor proceso de gestión ambiental.
8. ¿Considera Ud. que la normatividad respecto al proceso de formalización
minera, a través de la prorroga y ampliación de plazos, se encuentra acorde a los
tratados internacionales en la protección del medio ambiente?
La normativa respecto al proceso de formalización minera y específicamente a la
protección del medio ambiente cumple con los tratados internacionales y las políticas
ambientales, la formalización minera de los mineros informales tiene un plazo establecido
por norma vigente, la cual no tiene prorroga o ampliación de plazo (fecha en que culmina
el proceso de formalización minera 31/12/2021).
_____________________
EFRAIN N. ARONE ARANA
Ingeniero de Minas
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Guía de entrevista semiestructurada a los participantes.
Preguntas para abogados Especialistas, Operadores de Justicia,
profesionales de la Dirección Regional de Energía y Minas y mineros en
proceso de formalización minera.
Título: La Política de Ampliación de Plazos en la Formalización Minera y su
relación con el Daño Ambiental - Ayacucho
Entrevistado: Vicente Félix Luna Vargas
Cargo/profesión/ocupación: Negociador Social Senior
Institución: SHAHUINDO S.A.C.
Objetivo General: Determinar en qué medida la política de ampliación de plazos
para la formalización minera genera un daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
Preguntas:
1. ¿Considera Ud. que la formalización minera de los mineros informales, a
través de la prórroga y ampliación de plazos, viene generando un impacto
ambiental negativo? De su respuesta explique el porqué.
Definitivamente sí, porque con las ampliaciones “excepcionales” convertidas en
periódicas permanentes desde el año 2017, tanto para el ingreso y permanencia en
el REINFO, se ha dado pie a que no se cumplan los requisitos simplificados, de un
lado. Del otro, porque respecto de las concesiones mineras, cuyos titulares no está
dispuestos a suscribir contratos de explotación  por más que la labor en vías de
formalización, haya diligenciado y aprobado los demás requisitos, genera un clima
de mayor crecimiento de los conglomerados donde se tolera no solo la permanencia
en la informalidad sino que también se suma la ilegalidad. Un tercer nivel de análisis
y de ausencia –por diferentes razones, entre otras de orden logístico- de la
administración sectorial, imposibilitada de cumplir sus tareas en áreas geográficas
agrestes y alejadas, así como extensas, son causa de que los conductores de estas
labores no reciban asistencia de funcionarios regionales, o nacionales, del sector
minero; en otras son rechazados por grupos que forman parte de cadenas de poder
económico relacionados con acopiadores de plantas procesadoras (legales e
ilegales). Este modo de proceder, y de arriesgar a ganar lo invertido nada más que
confiando en las leyes minerales obtenidas en un inicio, hacen que se depreden
zonas e impacten ecosistemas solo con el afán de la obtención de la renta. No hay
estándares que se respeten y los grupos de mineros formalizados en áreas
compartidas o vecinas con los informales permanentes, no pueden diferenciar sus
actividades si es que han buscado cumplir con operaciones mineras de MAPE que
respetan el medio ambiente.
Por cierto, esto varía en cada zona y modalidad de explotación, como en cada región
geográfica del país donde se hace actividad minera artesanal y a pequeña escala;
y, sobre todo, si se hace beneficio del mineral obtenido en la misma área de
extracción.
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2. ¿Cuál es su opinión, respecto a la exención de responsabilidad penal, de
mineros en proceso de formalización (además de la prorroga y ampliación de
plazos para su formalización), que desarrollan actividades de exploración,
extracción, explotación y otros similares?
Creo que debieran establecerse plazos perentorios, y que la permanencia “en vías
de formalización” no debiera se excusa para tolerar ilícitos por la comisión de delitos
ambientales, comenzando por los titulares de la labor, y no exclusivamente de
quienes sean colaboradores.
Objetivo Específico 1: Analizar en qué medida el proceso de formalización de la
minería informal influye en el daño ambiental, en el departamento de Ayacucho.
3. ¿Cree Ud. que las actividades mineras, que se llevan a cabo durante el
proceso de formalización minera, aun cuando se prorrogan y se amplían los
plazos para su formalización, causan daños en el medio ambiente? De su
respuesta explique el por qué.
Despende mucho de la conducción y de la responsabilidad, sea que se trate de
personas naturales o bajo la modalidad de persona jurídica.
Tendría que haber permanecido más en el tiempo en Lucanas y Parinacochas para
dar una opinión más consistente. Lo que sí puedo decir es que un crecimiento sin
concierto y desordenado es capaz de causar graves impactos ambientales, más aun
cuando se rivaliza entre personas, o grupos, por áreas mineralizadas.
4. ¿Considera Ud. que es más importante, la ampliación de los plazos para la
formalización minera o la aplicación de sanciones a los que incumplen los
plazos establecidos?
Lo que no debe suceder es que ambas opciones se apañen o se autoexcluyan. Solo
se debe autorizar ampliación de plazos cuando el titular de la labor minera lo
sustenta y justifica, generalizar estas medidas quita seriedad a cualquier proceso y
política de formalización.
Si es tan ostensible la evidencia de que se debiera sancionar, algo más debe de
estar fallando para no proceder en consecuencia. Aquí entran otras variables que
ponen en tela de juicio la autoridad que ejercen otras agencias estatales en el
cumplimiento ya no de la rectoría de las normas del sector, cuando sí de la vigilancia
y fiscalización. También pone en cuestión, sobre todo en términos de cuestión
aquellas concesiones abandonadas o donde el titular no acepta la presencia de
mineros, independientemente de que existan titulares de los terrenos superficiales
que hace o no hacen minería. Todo esto complejiza en cumplimiento de plazos.
Objetivo Específico 2: Analizar en qué medida las políticas ambientales en materia
de formalización minera, influyen en el daño ambiental, en el departamento de
Ayacucho.
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5. ¿Considera Ud. que la normatividad ambiental, está siendo aplicada por los
organismos públicos competentes (DREM, MP, PNP, otros), respecto a la
supervisión y fiscalización, así como la capacitación a los mineros en proceso
de formalización, durante la prórroga y ampliación de plazos para su
formalización, con la finalidad de evitar daños en el medio ambiente? De su
respuesta explique el porqué.
Lo cierto es que la situación se ha agravado para todos por la pandemia del Covid-
19, sumada la inestabilidad política y sus repercusiones en las responsabilidades
administrativas bien entendidas: formulación de políticas y planificación de
orientación y asistencia técnica, identificación del universo desde una línea de base
y las tareas fiscalización.
Se han encumbrado dirigencias que saben de las falencias pero que no dejan de
usar ese conocimiento para dilatar procesos con vínculos políticos parlamentarios y
a nivel de poderes distritales, provinciales y regionales, cuando no ostentando
directamente estas responsabilidades en beneficio propio y de grupo.
De otro lado, la descentralización de funciones no ha tenido un correlato en la
dotación de autonomía de movimiento, de incremento de la logística, ni de
facilidades para los equipos de profesionales llamados a cumplir las funciones
administrativas correspondientes, debido a su alta rotación y tipo de contratos
(recibos por honorarios) que desincentivan el compromiso ante las inseguridades y
riesgos que se corren para supervisar el cumplimiento de compromisos ambientales
de la MAPE en formalización, al punto que hay zonas donde no se distingue entre
informales e ilegales.
6. ¿Cree Ud. que las estrategias establecidas en materia ambiental, tienen un
impacto positivo en el desarrollo sostenible en las actividades mineras, sin
causar daños al medio ambiente?
Si hablamos de minería artesanal a pequeña escala, el hecho de que se establezca
un proceso extraordinario, y a la inversa del tracto que sigue todo proceso ordinario
en minería, ya es un problema. El actual compromiso ambiental que se grafica en el
IGAFOM, en sus dos aspectos Correctivo y Preventivo, no es riguroso y resulta
siendo bastante permisivo. La responsabilidad que implica la Mitigación de pasivos
ambientales casi no existe como exigencia palmaria para este sector. Muchos
instrumentos de gestión ambiental se aprueban sin que existan reales instalaciones
pertinentes a una labor minera del tamaño que esta sea, y, atendiendo a la
expansión de la minería informal en casi todos los territorios regionales, lo uniforme
no es preciso y lo preciso no se puede generalizar por desarrollarse estas
actividades en diversas modalidades, con diversa tecnología y cuidados
ambientales básicos, incompletos o inexistentes, y muy pocos formales y con
elevados estándares de cuidado ambiental. Las disputas que se producen tampoco
dejan avanzar a los que tienen planes de mejora de sus labores, y caen en el
abandono de espacios que son ocupados por gente inescrupulosa.
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Objetivo Específico 3: Analizar en qué medida el medio ambiente se ve protegido
por las normativas del proceso de formalización minera, en el departamento de
Ayacucho.
7. ¿Diga Ud., si la normatividad, respecto al proceso de formalización minera,
establece y protege al medio ambiente como un derecho fundamental de todo
ciudadano? De su respuesta explique el por qué.
En tanto que no hay una verdadera fiscalización, la legislación en aspectos
ambientales que debe cumplir la MAPE puede caer en la ineficacia para controlar el
derecho de todos a vivir en un ambiente sano y saludable. En esto, la legislación y
la supervisión del manejo ambiental son más rigurosas para la mediana y gran
minería.
8. ¿Considera Ud. que la normativa respecto al proceso de formalización minera, a
través de la prorroga y ampliación de plazos, se encuentra acorde a los tratados
internacionales en la protección del medio ambiente?
No hay mucho que así lo refiera, salvo lo contemplado para la reducción del uso del
mercurio en el beneficio de minerales (Convenio de Ninamata); la informalidad en
minería destruye suelos y bosques sin que esta posibilidad haya sido evaluada
previamente; por lo general, estas labores arrasan y, si se formalizan, ya han
causado daños irreparables que no asume necesariamente el conductor o los
conductores de esas labores. Las normas internacionales de protección de los
derechos humanos ya bastaría para proteger a personas que dejan que su salud se
deteriore en estas actividades sin ningún cuidado, cuando no se ha comprometido
ya a menores de edad y otro tipo de afectaciones a personas y ecosistemas.
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